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Resumen 
La presente investigación tuvo como objetivo conocer las causas del 
incumplimiento de la ejecución de la reparación civil en los procesos penales por 
faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y saber cómo ejecutarlas en forma 
oportuna.  
Para alcanzar este objetivo, se aplicó la teoría de la situación típica 
generadora del deber, la no realización de la conducta ordenada y la capacidad 
de acción en la ejecución del agraviado.  Se aplicó el método cualitativo, diseño 
fenomenológico con tipo de investigación básica, en adición los instrumentos que 
se manejaron para la recolección de datos fueron de análisis documental y la 
entrevista aplicada a expertos en la materia. 
Se obtuvo como resultado sobre el incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil, que no se tiene un modelo marcado sobre la conducción o 
desarrollo en el Nuevo Código Procesal Penal; por lo que, debe precisarse a nivel 
doctrinario que en dicho proceso a pedido de la parte agraviada y bien 
fundamentado el extremo de la reparación civil al Juez penal se le permita fijar un 
monto tan igual de satisfactorio que un Juez civil, ello debido a que gran parte de 
los Jueces a Nivel Paz Letrado ven de manera simultánea proceso penales, 
civiles y de Familia, y los componentes de dichos procesos son el imputado y el 
agraviado y en similitud lo que en un proceso civil son el demandado y el 
demandante.  
Palabras clave: reparación civil, daño emergente, lucro cesante, proceso penal 
por faltas.  
Abstract 
The objective of this investigation was to find out the causes of non-compliance 
with the execution of civil reparations in criminal proceedings for misconduct in the 
Puente Piedra District, 2020, and to know how to execute them in a timely 
manner. 
To achieve this objective, the theory of the typical situation generating 
duty, the failure to carry out the orderly conduct and the capacity for action in the 
execution of the victim was applied. The qualitative method, phenomenological 
design with a type of basic research was applied, in addition, the instruments used 
for data collection were documentary analysis and the interview applied to experts 
in the field. 
 It was obtained as a result of non-compliance with the execution of civil 
reparation, which does not have a model marked on the conduct or development 
in the New Criminal Procedure Code; Therefore, it must be specified at the 
doctrinal level that in said process, at the request of the aggrieved party and well-
founded, the end of civil reparation, the criminal judge is allowed to set an amount 
as satisfactory as a civil judge, due to the fact that A large part of the Judges at the 
Peace Law Level simultaneously see criminal, civil and Family proceedings, and 
the components of these processes are the accused and the injured party, and 
similarly what in a civil process are the defendant and the plaintiff.
Keywords: civil reparation, consequential damages, loss of earnings, criminal 
proceedings for misconduct. 
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I. Introducción
A nivel general en especial en los países de europa y américa latina se vienen 
adoptando criterios jurisdiccionales sobre la fijación del monto de la reparación 
civil en los juicios penales sobre faltas de modo ínfimo, y ello se debe a que en el 
mismo juicio donde se debe exigir el derecho resarcitorio porque la ley le otorga al 
juez penal una doble disposición en su envestidura, sin dejar de ser juez penal y a 
la vez asume el cargo de un juez civil por cuanto va a utilizar las normas civiles 
para determinar montos reparatorios, siendo inexacto y absurdo que se auxilie a 
la justicia civil a requerir un derecho indemnizatorio cuando puede hacerse en uno 
solo.  
Ello trasgrede al Principio de Inmediación y Oralidad, generando gran 
insatisfacción por parte de los agraviados el cual conlleva a que estos tengan 
inacción al instante de establecer la cancelación de la reparación civil.  
En esa línea, Zarzosa (2001) señala que en el juicio penal es donde se 
debe buscar las consumaciones de ambas acciones y por tanto el juicio tendrá 
como fin la aplicación de la pena, así como lograr la compensación o reparación 
del daño producido al titular delimitado del bien jurídico tutelado penalmente. En 
ese sentido, nos encontramos ante la comisión de ilícitos penales y gran parte de 
estos culminan en procesos judiciales, en el cual se emiten sentencias con fallos 
condenatorios; sin embargo, dichas sentencias no se logran ejecutar en el 
extremo de la reparación civil, en el cual se presume que se debe a causas 
atribuidas por un lado la inacción de los agraviados y por otro la sobre carga 
procesal en el sistema judicial, entre ellos el Poder Judicial.  
En adición, otros aspectos se tiene conocimiento que las normas legales de 
reparación civil son infructíferas, dado que permiten la burla por parte de los 
responsables del cumplimiento de la reparación civil, y ante la ausencia de 
normas jurídicas determinadas al cumplimiento represivo.  
Por tanto, la presente elaboración de investigación tiene por propósito 
determinar las causas del incumplimiento del cumplimiento de la reparación civil, y 
establecer las resultados y alternativas de solución, recabando como muestra los 
juicios penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra año 2020, sobre 
procesos que tienen la calidad de consentidas y/o ejecutoriadas, en el cual se 
permita satisfacer y cuidar los derechos de la parte agraviada y lograr una óptima 
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ejecución del desembolso de la reparación civil. En suma, este trabajo se 
fundamenta para plantear una innovación legal en torno al pago íntegro de las 
reparaciones civiles. 
Ante ello, la presente investigación está ceñida en la formulación del 
problema de la siguiente manera: Problema General ¿Qué causas determinan el 
incumplimiento de la ejecución de la reparación civil dispuesta en los procesos 
penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y cómo ejecutarlas 
pertinentemente? Asimismo, como problemas específicos se han planteado las 
siguientes: 1) ¿Qué ocurrencias se presentan en el incumplimiento de la ejecución 
de la reparación civil establecida en los procesos penales por faltas en el Distrito 
de Puente Piedra, 2020? 2) ¿Qué propuestas de solución se puede diseñar al 
incumplimiento de ejecución de la reparación civil en los procesos penales por 
faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020?  
Los problemas de investigación que se han planteado tienen justificación 
teórica porque está basada en los conocimientos teóricos preexistentes que se 
han recabado de diferentes medios de información para ser sistematizados y 
analizados en relación directa con los problemas de investigación, objetivos y 
supuestos planteados. A su vez, los nuevos conocimientos que se obtengan a 
través de la presente investigación servirán de aporte para las futuras 
investigaciones en torno al tema de reparación civil en los procesos penales por 
faltas (Ramos, 2018).  
Por ello, para esta investigación se ha establecido como objetivo general: 
Conocer las causas del incumplimiento de la ejecución del resarcimiento civil en 
los juicios penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y saber cómo 
ejecutarlas en forma oportuna. Y con relación a lo anotado, los objetivos 
específicos son: 1) Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de 
la ejecución de la reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial 
de Puente Piedra, durante el año 2020. 2) Precisar las alternativas de solución a 
la ejecución oportuna de la reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito 






II. Marco teórico 
Para abordar a la citada problemática se requiere de antecedentes nacionales e 
internacionales, con el fin de ahondar en la investigación. 
Algunos antecedentes nacionales, vinculados a la presente investigación 
son los siguientes: Martínez (2016) en su tesis concluye que existen problemas al 
instante de requerir el resarcimiento civil y al instante de hacerla cumplir. El 
presente trabajo tiene la finalidad de desarrollar los inconvenientes que se 
producen respecto a la reparación civil, pues en el desarrollo del juicio penal al 
instante de exponer la pretensión civil, así como al solicitar se instaure su 
acatamiento de la misma nos encontramos con conflictos debido a irregularidades 
legales presentes al instante de regularla normativamente. 
Además, Arce (2015) concluye en su tesis haciendo un análisis en que el 
código procesal penal del 2004 "ataca" un veterano caos propia a la idea de que 
el ejercicio civil en el juicio penal deriva del delito, comentario que traslada a un 
supuesto beneficio público o de la sociedad en el desembolso del resarcimiento 
civil o en la reparación del daño que desfigura seriamente su procedimiento 
procesal. El nuevo juicio penal acepta que se resuma el desembolso del 
resarcimiento civil, incluso en aquellos aparentes en los que no existe un 
dictamen de condena penal, lo que implica una renuncia al antiguo modelo de 
accesoriedad restringida. Además, ubica al monopolio heterogéneo de 
presunciones en el contexto que debe ocupar, que es el de la celeridad procesal. 
Por otro lado, Ordinola (2016) concluye en su tesis que para establecer la 
validez de la aplicación de la reparación civil en el juicio penal e instaurar 
permutas sustantivas dentro de la investigación de su principal consumación, 
pues existen dificultades específicas como la inexactitud de su fundamentación en 
el quantum de la reparación civil emitida por el magistrado penal. 
También, Beraun (2015) en su tesis se obtiene como su principal 
terminación la defectuosa y remota ordenación normativa respecto a ejecutar el 
resarcimiento civil en el juicio por faltas; la victimización del damnificado por ello 
éste no tiene instrucciones para la iniciación del resarcimiento civil establecida en 
su favor y el tema económico que ocasiona el convenio de un abogado para exigir 




Asimismo, Véliz (2018) en su tesis llegó a la conclusión que el 
resarcimiento del perjuicio causado mediante un resarcimiento civil y/o 
compensación por daños y perjuicios, por cuanto la reparación civil en el NCPP 
admite la viabilidad de la caución de una tutela judicial positiva en favor de la 
víctima. 
En concordancia con algunos antecedentes Internacionales como los 
siguientes: Alferrillo (2015) concluyó en su artículo que la correlación legal entre la 
ejercicio penal y civil propia con la sanción y la compensación de los perjuicios 
originados a la persona en su probidad psicofísica y general, igualmente en el 
ámbito patrimonial, es un fondo que la praxis judicial fue denunciando absurdos 
que llevaban inexorablemente a alzamientos morosos con el aludido perjuicio 
para las mártires. 
Además, Samite (2019) concluyó que su revista jurídica que una de los 
asuntos medulares que gira en torno a la conciliación y a la reparación integral del 
daño, es si se encuentran vigentes, por lo tanto, resultan operativos como 
institutos o formas alternativas de resolución de la conflictividad penal, o si por el 
contrario pretenden de la implementación o instrumentación a través de una ley 
procesal. La otra es si se encuentran supeditadas a la observancia de requisitos 
de procedencia. 
Por otro lado, Mendoza, Castillo y Hechavarria (2019) en su revista jurídica 
concluyeron que cuba muestra su oposición en numerosos semblantes del resto 
del mundo. Ante ello es inminente y obligatorio combatir el tema del compromiso 
civil procedente de delitos, porque el país debe reconocer a muchos aspectos de 
esta dudosa inevitablemente impacta en la población cubana a pesar de haber 
sido provocada por la comisión de un delito, de un sujeto criminal que establece la 
responsabilidad penal y por ello la sujeción del infractor a los resultados que son 
pertinentes dentro del orden jurídico que es la pena. Por ello planteamos a la 
instrumentación de un dispositivo que brinde un seguro, desempeño y cuidado de 
las reglas legales referidas al compromiso civil ex delito, en aras de proteger el 
supeditado saneamiento de los derechos lacerados a las víctimas de delitos, que 
le han derivado del daño. 
Así mismo, Olavarría (2016) llega a la conclusión que la problemática que 
atraviesa la legislación de Argentina donde el  concepto de la corte suprema viene 
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a concordar el fundamento de la dogmática que concede al reglamento penal pero 
desde una perspectiva civil, pues la contingencia de conceder  la pena un 
concepto de suspicacia global respecto del órgano jurisprudencial pues afirma el 
efecto amenazador que puede adiestrar el compromiso de remediar el perjuicio 
originado y la conclusión resarcitoria que en cierto grado tiene la condena. 
Esta nueva competencia identifica que los códigos de fondo, tanto civil, penal y a 
nivel jurisprudencial, pues si nos penetramos en los códigos jurídico punitivos, 
hallaremos diferentes medidas como el código procesal provincial o el nuevo 
código procesal penal federal que delegan la instancia civil en el juicio penal. 
Por otro lado, Lauría y Montenegro (2016) concluyeron en su artículo la 
legislación respecto a la diligencia que el resarcimiento y la conciliación en la 
jurisprudencia nacional argentina Durante 2014 y 2015, en que se produjeron en 
el ámbito penal de transformaciones legales significativas. Entre las novedades 
más trascendental se encuentra la introducción de la reparación y la conciliación 
como dispositivos alternativos de resolución del proceso penal. No obstante, la 
implementación del Código Procesal Penal se suspendió sin die, lo que generó un 
intenso debate en la jurisprudencia acerca de la posibilidad de utilizar estos 
institutos. 
En esa misma línea, luego de haber fijado los antecedentes, resulta 
significativo contextualizar el tema de la investigación respecto a la doctrina. Ante 
ello, la reparación civil en nuestro ordenamiento jurídico dentro del proceso de 
faltas en el NCPP constituye una problemática y carga procesal puesto que el 
resarcimiento civil dentro del juicio penal tiene un cargo predominantemente 
restitutorio del perjuicio, el derecho busca que los resultados económicos del 
perjuicio originado por la dirección delictiva sean compuestos por el actor del 
ilícito.  
Por ello, el resarcimiento civil es un establecimiento propio del derecho 
civil, dicha figura jurídica está reglamentada principalmente por el código civil, así 
se trate de un perjuicio que tenga como principio la inobservancia de un 
compromiso derivado de un compromiso contractual de la legislación u otro origen 




Sobre el particular, Chang (2013) sostiene que el compromiso civil 
extracontractual pasa por el requerimiento de que el perjuicio causado atienda a 
los supuestos del compromiso civil; y que, además, su resultado práctico no se 
restringe la obligación de una indemnización económica, se desarrolla a la 
compensación integral, es decir la noción del perjuicio alcanza a todos los 
resultados creadas por la gestión antijurídica. (p. 179).                 
 Por otro lado, distinto es el trato que se da al resarcimiento civil en la esfera 
del proceso penal: “La regulación de la responsabilidad civil en el Código Penal de 
1991 y la determinación de la misma en el proceso penal ha formado la existencia 
de posiciones encontradas sobre la misma. Así, por un lado, existen aquellos 
quienes postulan que la referida institución es una de carácter estrictamente civil; 
mientras que, por otro lado, hay quienes le han concedido funciones adicionales a 
distinta basándose en la peculiaridad de su regulación en la ley penal y su 
carácter subordinado a la pretensión penal” (Gálvez, 2016, p. 185).         
Del mismo modo, para Silva (2001), “La resolución en el proceso penal de 
los asuntos relativas a la responsabilidad civil originaria de delito no se 
evidenciaría por ninguna conexión especial de la misma con el Derecho penal o 
con la Política criminal” (p. 2). 
Dicho ello, para unos autores la presencia de la resarcimiento civil en el 
ámbito penal simboliza una sustancia propia en el deber de ser amparada la 
pretensión del resarcimiento por los daños causados; sin embargo, en nuestra 
realidad vemos todo lo contrario, que en primer lugar tiene un gran arraigo de la 
conexidad con el delito madre por decirlo menos, y que en compensación de ese 
daño causado el juzgador penal lo representa de manera ínfima sobre el cual 
sobrepasa el de la búsqueda de la verdad del delito.    
En tal sentido, Arévalos (2017) refiere como consecuencia que las 
direcciones delictivas como sus resultados penales también crean efectos civiles y 
por ende un compromiso civil a cargo de su autor inventa el deber de subsanar 
los perjuicios financieros formados por la comisión delictiva. El presente trabajo 
trataremos de extractar los conocimientos que inventan tal situación, así como la 
aptitud que logra la correcta y eficiente utilización de la institución del 
resarcimiento civil en el juicio penal.  
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Por su parte, Guillermo (2015), sostiene que los mandos criminales en 
conjunto con los resultados penales  generan secuelas civiles por ende un 
compromiso civil a cargo de su autor, lo que causa miseria de remediar los 
perjuicios económicos creados por la acción  delictiva, en la presente 
investigación se busca abreviar los conocimientos que crean tal contexto así 
como la calidad que alcanza la correcta y eficiente utilización de la institución de 
la resarcimiento civil en el juicio penal, pues si ambos son visto por el mismo 
magistrado debería ser el mismo que lleve ambos casos pues no olvidemos que 
se trata de las mismas partes involucradas. 
Del mismo modo, Campos (2019) refiere que uno de las discusiones que 
se exhiben en la jerarquía peruana al momento de expresar su pronunciamiento 
jurisdiccional que ponga fin al juicio penal, es indudablemente la adherencia de la 
osadía judicial de la reparación civil procedente de un acostumbrado punible. 
Entonces, preguntamos. ¿Es posible absolver a una persona de la acusación 
fiscal y al mismo tiempo condenarla a pagar una reparación civil?  
Para ello el NCPP aborda un antiguo desconcierto enlazado al 
pensamiento de la acción civil en el PP procede del delito, paráfrasis que traslada 
a un aparente beneficio público de la sociedad en el pago de la RC o en el 
resarcimiento del daño que desfigura su procedimiento.  
Respecto a marco normativa el CP y RC, el artículo 92 del CP instaura que 
la RC se fija simultáneamente con la pena; es decir imputa el compromiso al 
magistrado de fijar el resarcimiento civil, en caso que considere comprometido del 
delito al enjuiciado y por ende establezca una pena sin considerar si esta es una 
pena mínima o la máxima. Ante ello cuando se considere criminal al enjuiciado el 
magistrado está comprometido a fijar la pena y el resarcimiento civil, se exige la 
RC. Por otro lado, el artículo 93 del CP prevé que la RC percibe: La reposición del 
bien o, si no es posible, la cancelación de su valor y la compensación de los 
daños y perjuicios. 
En consecuencia, lo importe en el presente análisis, es determinar al 
segundo elemento a que se refiere la norma antes mencionada, entiéndase sobre 
la reparación civil, el cual comprende el resarcimiento por daños y perjuicios; por 
tanto, resulta de gran importancia lo dispuesto en el apartado 101 del mencionado 
código, donde se desprende que la RC es de aplicación sobre las disposiciones 
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del código civil. De igual forma, cabe perpetuar que la indemnización por daños y 
perjuicios es la RC en apoyo del lesionado; por lo que, el derecho que ostenta el 
dañado sobre el autor que causa el daño, es que este repare los efectos dañosos 
en contra de aquel. 
No obstante, es de suma importancia tener presente el criterio mencionado 
por Claus Roxin, quien refiere que la reparación civil en el adelanto jurídico 
europeo en cien años de trayectoria ha sido que se está desglosando cada vez 
más del derecho penal y posicionándose en el campo del derecho con 
exclusividad del derecho civil; sin embargo, en nuestra realidad contemporánea 
se denota lo contrario, dado que la reparación civil es de gran relevancia en el 
Proceso Penal, siendo de mucha importancia en política criminal, ello se alcanza 
con el nuevo modelo del Proceso Penal y dentro de este el Principio de Oralidad 
que permite sustentar los daños causados. 
 Por otro lado, en el Acuerdo Plenario 04-2019/CIJ 116, se ha establecido 
que el fallo absolutorio o de sobreseimiento no impiden al juez que emita fallo 
respecto a la acción civil consecuente de un hecho punible debidamente 
realizado. Ahora bien, es de conocimiento por los operados y conocedores del 
Derecho Penal que se le ha dado gran protagonismo al delincuente y escasa 
preocupación sobre la víctima, sumando esfuerzos científicos, hipótesis, 
investigaciones sobre la persona del imputado, y dejando de lado a las víctimas; 
por lo que, en el citado acuerdo plenario se ha buscado interpretar de modo que 
el Juez pueda dar un trato tan igual de importante que es la búsqueda de la 
verdad sobre el hecho punible, al derecho a la víctima. 
Por otro lado, en la Casación N° 2092-2016 Lima los jueces integrantes 
precisaron que la RC en sede penal e indemnizatorio en sede  civil, se tendrá la 
calidad de cosa juzgada e impedimento del Juez Civil de emitir pronunciamiento 
sobre pedido de indemnización, de ser el caso advierta que en la sentencia penal 
en la cual hubo pronunciamiento sobre reparación civil al recurrente, se haya 
examinado y cuantificado los daños reparables previstos en el CC, o caso 
contrario lo manifestado por parte del actor civil por medio de su escrito de 
apersonamiento al proceso y constitución correspondiente.  
Por otro lado, el CPP de 1940, vigente en algunos distritos judiciales del 
Perú dispone entre otros la administración de justicia de manera gratuita y las 
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disposiciones propias en la investigación de las faltas y delitos, y el procedimiento 
del juzgador. Cabe resaltar, que la parte agraviada al ser denominada como 
querellante particular y la competencia que se realiza ante el Juez de Paz 
Letrado, el cual en la praxis resulta ser un Juez Mixto al tener causas de Familia 
Civil, Civil y Penal sobre faltas, por ende la sustentación del proceso de faltas al 
margen del reproche punitivo en razón al castigo también tiene carácter civil, en 
dicho proceso no participa el representante de la Fiscalía de la Nación, y es 
impulsado solo por la parte agraviada (Gomez, 2005). 
En tanto en el nuevo modelo procesal contenido en el CPP de 2004, ha 
definido que las faltas en distinción de los delitos requieren del adiestramiento 
privado de la acción penal; por lo que, el agraviado de una falta es el único 
legitimado a exigir o no la persecución judicial del autor (Salas, 2003). Sobre el 
particular, cabe resaltar que no estaba claro en la legislación procesal anterior y 
sumado a ello la jurisprudencia negaba la posibilidad de la conciliación en mérito 
al carácter público de la acción (Andia, 1996). 
Hay que tener presente que pareciera que los especialistas jurídicos no 
tienen pleno conocimiento del alcance sobre el art. 483 del CPP de 2004, en el 
sentido que la agraviada por una falta puede denunciar su comisión ante la policía 
o dirigirse directamente al magistrado informando el hecho, convirtiéndose en 
querellante particular; en dicho proceso especial no participa el representante de 
la Fiscalía de la Nación, razón por la cual Pablo Sánchez sostiene que la acción 
procesal está dirigida por el juez y a su vez es el único responsable (Sánchez, 
2009); sin embargo, ante dicho pronunciamiento no es menos cierto que en estos 
procesos, se necesita del impulso procesal de la agraviada, quien es la interesada 
del resultado.  
Para sostener ese pensamiento es preciso acordarse de las pautas del 
sistema acusatorio, el cual obliga al juez a abstenerse de intervenir de oficio con 
relación a las pruebas para no irrumpir su imparcialidad (Talavera, 2005). 
Por otro lado, en el Recurso de Casación Nº 1803-2018 Lambayeque, la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia de la República sostiene en su 
fundamento cuarto y quinto que ante la independencia de las responsabilidades 
penal y civil es indistinto no solo que por el delito medie un sobreseimiento o una 
absolución, sino que también una declaración de prescripción de la acción penal, 
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en tanto, esta prescripción no determina la prescripción de la acción civil, y que el 
órgano jurisdiccional puede fijar una reparación civil, claro está, si se cumplen los 
criterios de imputación civil correspondientes y se respetan las reglas procesales 
correspondientes, respectivamente. 
En esa misma línea, en la Casación Nº 1856-2018 Arequipa la citada Sala 
fundamenta que el nuevo código procesal permite sancionar al pago de la RC aun 
así no se haya expedido un fallo con condena penal; por lo que, dicho pago puede 
determinarse pese a que se haya expedido un fallo absolutorio o de 
sobreseimiento, debido a que el tipo penal no limita la inexistencia o existencia del 
daño. La responsabilidad civil que se requiere en el juicio penal no procede de un 
hecho delictivo; al delito se le atribuye como efecto la pena y el ilícito civil, un 
resultado de esa naturaleza; por tanto, la responsabilidad civil se origina del 
hecho que genera un daño o deterioro patrimonial de la agraviada.   
Recientemente, en el Recurso de Casación Nº 3789-2019 Cajamarca, la 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de  la República advierte 
que ante un monto ínfimo otorgado a los demandantes por concepto de daños por 
los hechos ocurridos, y que si bien la Sala no concuerda con dicha decisión, estos 
se encuentran impedidos de efectuar el incremento de dicho monto debido al 
principio de prohibición de reforma en peor, dado que en su oportunidad no la 
cuestionaron; sin embargo, ante la omisión del abogado de dicha parte la Sala 
optó por remitir copias certificadas al Colegio de Abogados de Cajamarca y al 
INDECOPI, a fin de que proceda acorde a sus facultades.  
En consecuencia, es ineludible que la pauta sea la procedencia y 
pronunciamiento de fondo en la vía civil, ya que los jueces penales no realizan la 
cuantificación de los daños reparables; a manera de singularidad serán esos 
contados procesos en los que el juez civil indique que el juez penal otorgó la RC 











3.1 Tipo y diseño de investigación.  
 
Tipo de investigación  
El presente trabajo ha sido ejecutado a través del enfoque cualitativo, referente a 
este enfoque el metodólogo Arbaiza (2013) manifiesta que el enfoque cualitativo 
concede percibir el contexto que permite un fenómeno más completo y trabaja 
desde la recolección de datos adquiridos en el campo de estudio. El tipo de 
investigación que se ha usado es el básico, al respecto Carrasco (2015) dice: que 
esta investigación no tiene la intencionalidad de aplicación rápida, su propósito es 
profundizar en el conocimiento científico ya existentes en el entorno; es decir 
perfilar el conocimiento y advertir el fenómeno. Por otro lado, el nivel de 
investigación es descriptivo, Arbaiza (2013) manifiesta que el presente estudio 
manifiesta aptitudes particulares en un escenario detallando su manifestación.  
 
Diseño de investigación  
En la presente investigación se ha utilizado el diseño fenomenológico, que estudia 
la filosofía de la conciencia, es decir tiene que ver con lo que hace, porque lo 
hace; es decir el comportamiento. Al respecto, Carrasco (2015) manifiesta que el 
diseño la hoja de ruta que permite iluminar la proyección del problema y la 
constatación de las hipótesis de la investigación.  
3.2  Categorías, Subcategorías  
 
Ahora bien, tratándose de una investigación de enfoque cualitativo, se han 
establecido dos categorías: Reparación Civil y Proceso Penal por Faltas. En 
cuanto a la primera categoría, corresponde afirmar que, la reparación civil es el 
resarcimiento íntegro sobre el cumplimiento por parte del imputado sobre las 
asistencias referentes a la obligación de remediar complacidamente los resultados 
causados de manera indebida por el hecho ilícito que se le atribuye. Ante ello, 
Caro (2005) refiere que la reparación civil viene a ser un resultado derivado del 
hecho punible orientado al resarcimiento del daño producido a la agraviada.  
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Respecto a la segunda categoría, resulta acertado señalar que el PP por 
Faltas es dirigido por un Juez de Paz Letrado en el cual participan el agraviado y 
el imputado, y que dicho proceso se ajusta a las reglas del NCPP, en el cual 
predomina los principios de publicidad, inmediación, concentración y oralidad, 
siendo este último el más importante, con el cual se permite que las partes 
procesales realicen sus cargos y descargos respectivamente. Para Salas (2009) 
sostiene  el nuevo modelo procesal contenido en el Código Procesal Penal de 
2004, ha quedado claramente definido que las faltas a diferencia de los delitos 
requieren del ejercicio privado de la acción penal y, por tanto la víctima de una 
falta es la única legitimada a solicitar o no la persecución jurisdiccional del autor 
de la misma. 
En relación a la primera categoría se han establecido dos subcategorías 
que son: La valoración del daño emergente y la valoración del lucro cesante, 
referente a ellos, de acuerdo a lo esgrimido por Arias (2005), el daño emergente 
debe entenderse como una destrucción, esta merma podría mostrarse como 
resultado directo e imprevisto del daño, mientras que el lucro cesante se 
manifiesta por lo dejado de percibir.  
Asimismo, en la segunda categoría se han establecido dos subcategorías: 
Principio de Inmediación, como refiere Contreras (2007), es un acto facultado 
para el juez, quien actúa como un moderador de audiencia sin potestad 
investigadora, sin capacidad de fundar nueva información; no obstante, de 
dilucidar la brindada por las partes; y el Principio de Oralidad, según Baytelman 
(2005) es el medio por el cual las partes del proceso utilizando el habla exponen 
los cargos y descargos referentes a la falta de naturaleza penal y seguidamente 
su pretensión referente a la reparación civil ante el Juez en la audiencia única. 
3.3 Escenario de estudio 
La actual investigación cualitativa se realizó en el Poder judicial del Distrito de 
Puente Piedra, el cual se encuentra al norte de la ciudad de Lima, y se identifica 
por ser un lugar en los que con frecuencia se litiga casos de la reparación civil 
dentro del proceso de faltas en el NCPP. El distrito de Puente Piedra tiene una 
población aproximada de 329675 habitantes. 
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3.4 Participantes. 
Para recoger las informaciones se entrevistaron a los siguientes especialistas: 
Percy Martin Gonzales Barrera, Juez del Juzgado Penal Liquidador de Puente 
Piedra del Poder Judicial; Jesús Gladys Floreano Reyes, Juez del Primer Juzgado 
de Paz Letrado de Puente Piedra del Poder Judicial; Darwin Gabriel Gutiérrez 
Taipe, Fiscal Adjunto Provincial Penal de la Fiscalía de la Nación y Cynthia 
Katherine Escobedo Guevara, Abogada Litigante de la Consultoría Legal 
Escobedo, mediante la modalidad de tele entrevista, enviándoles la guía de 
entrevista con nueve preguntas para el desarrollo para cada pregunta. 
3.5 Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
Se efectuará mediante la revisión documental, revisión de documentos normativos 
vigentes. La técnica que se usará en la investigación será la entrevista con la 
respectiva guía, la misma que consiste en el estudio de un copilado de preguntas 
que preliminarmente han estado formadas a las categorías y subcategorías 
(Hernandez, Fernández, y Baptista, 2015). La Entrevista, mediante un examen de 
las normas nacionales, considerando como Fuente: Operaciones jurisdiccionales 
del Poder Judicial de Puente Piedra 2020; mediante el Instrumento: Guía de 
entrevistas. Ficha de análisis de fuentes documentarias. 
Instrumento: Guía de entrevistas. Para ello se coordinó anticipadamente 
con uno y otro especialista, según su reserva de tiempo se programó fecha y 
hora, donde se permitió cooperar y oír sus experiencias usando la guía de 
entrevista, desde luego hizo que recuerden, tal como hicieron algunas 
aplicaciones en algunos litigios, casos y/o procesos; los mismos que contestarán 
las interrogantes correspondientes a la siguiente categorización de la variable. 
3.6 Procedimiento 
Para la realización del estudio se solicitará el permiso para aplicar la entrevista, 
análisis de norma, respectivo al personal que ha laborado en el Distrito de Puente 
Piedra, durante el año 2020. Luego, se coordinó la aplicación del cuestionario, las 
mismas que previamente estaban alineadas a las subcategorías de estudio 
(Hernandez, Fernández, & Baptista, 2015). 
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Para la recopilación de datos se ha seguido los siguientes pasos: (a) 
Revisión teórica y conceptual de la categoría; (b) construcción de la categoría de 
estudio; (c) construcción de la guía de entrevista; (d) invitación a cuatro 
especialistas para que participen en el estudio;(e) aceptación de los seis 
especialistas para que participen en el estudio; (f) fijación de fecha y hora para la 
entrevista; (g) entrevista a seis especialistas para que participen en el estudio 
durante la primera semana del mes de noviembre del 2020; (h) construcción de 
los códigos; (i) triangulación y saturación. 
 
3.7 Rigor científico  
Esta investigación guarda estrictamente el rigor científico toda vez que considera 
tres elementos fundamentales: la credibilidad, la auditabilidad y la transferibilidad. 
Con respecto a la credibilidad se ha realizado la triangulación de la información 
recabada de diferentes fuentes, libros, revistas, entrevista a expertos. Con 
respecto a la auditabilidad, se guarda las respuestas redactadas a computadora 
por los mismos entrevistados quienes han consignado su firma y sello al final del 
cuestionario y que forman como anexo de la presente investigación.   
3.8 Método de análisis de datos   
Después de realizar las entrevistas se adquirió las repuestas de cada participante 
y con esos datos recolectados se pasó a realizar la tabla de triangulación, en el 
cual se precisa las diferencias y coincidencias sobre las entrevistas, ello con el 
objetivo de fortificar la calidad del estudio y distinguir el problema desde varias 
ópticas, para que los hallazgos sean válidos y sólidos (Hernandez, Fernández, y 
Baptista, 2015). 
3.9 Aspectos éticos 
 
El trabajo de investigación se ha realizado con la redacción del informe de tesis 
mediante el estilo APA, conforme lo establecido por la casa de estudio. Así mismo 
durante la investigación se siguió en todo momento el método científico, 
cumpliendo su estructura establecida para el enfoque cualitativo como establece 
la Resolución Rectoral N°0089-2019/UCV, Se respetó los derechos de autor, 
evitando el plagio o cualquier tipo de copia por nuestra parte para obtención de la 
información en el trabajo de investigación con rigor científico. 
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IV. Resultados y discusión
Resultados: 
En la presente investigación se ha previsto como objetivo general el dar a conocer 
las causas del incumplimiento de la ejecución del resarcimiento civil en los juicios 
penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y saber cómo ejecutarlas 
en forma oportuna, ante ello se formuló como primera pregunta: ¿Cuáles son las 
causas del incumplimiento de la ejecución del resarcimiento en los procesos 
penales por faltas? De lo manifestado por los entrevistados se evidencia que 
todos opinan en igual sentido, en que una de las causas de la inejecución de la 
reparación civil es el monto irrisorio que fija el Juez Penal debido a la falta de 
precisión técnica del daño, y dentro de las diferencias precisan S1, S3 y S4 que 
también se debe a la falta de personal jurisdiccional del Poder Judicial.  
Ahora bien, de lo vertido se aprecia que se ha tenido una cultura de 
sosiego en querer mantener en dos líneas separadas de lo que se ventila en el 
proceso penal por faltas, una de ellas dar la importancia de la persecución de la 
acción penal y dejando de lado a la reparación civil, en atención de los 
parámetros del antiguo Código de Procedimientos Penales; sin embargo, hoy en 
día estamos ante el no tan nuevo Código Procesal Penal donde impera entre 
otros el Principio de Oralidad, y que por medio del cual se permite pero no se 
exige una debida fundamentación sobre el extremo de la reparación civil por parte 
de agraviados y sus abogados respectivamente. 
De la misma forma, se realizó como segunda pregunta: ¿Cómo se 
ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento de la reparación civil en los 
procesos penales por faltas?. Dentro las semejanzas se advierten que los 
entrevistados opinan unánimemente que si se fija un precio considerable de la 
reparación civil daría lugar a que los agraviados según costo beneficio puedan 
invertir en los letrados que los representen y poder ejecutar e impulsar 
diligentemente sus procesos, y por otro lado, S1, S3 y S4 señalan que dicha 
solución además sería con la contratación de personal jurisdiccional acorde a la 
cantidad de la carga procesal que maneja.  
Por otro lado, es de precisar que concuerdo con los entrevistados que se 
superaría la ejecución de los procesos en el extremo de la reparación civil si es 
que el Juez fijaría un monto acorde a los daños empleando las reglas o técnicas 
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de lo que se desarrolla en un proceso civil, y como segunda propuesta y no 
menos importante la composición de mayor personal jurisdiccional para afrontar 
la excesiva carga procesal de los juzgados. 
Se concluyó que las causas del incumplimiento de la realización del 
resarcimiento civil en los procesos penales por faltas este tipo de proceso penal 
es un proceso célere, pues prima el principio de oralidad; sin embargo, incide en 
forma negativa vulnerando derechos al principio acusatorio el cual no fue 
considerado incorporarlo; toda vez que el juez es el investigador y al mismo 
tiempo juzgador. Pero a pesar de los vacíos procesales, el Juez tiene el deber de 
impartir justicia, interpretando las disposiciones que regulan el proceso penal por 
faltas; asimismo en este proceso la carga de la prueba lo tiene el agraviado, por 
tanto, debe desempeñar con diligencia los derechos que le asisten para poder 
lograr un monto acorde al daño causado y en similitud al proceso civil respecto al 
daño emergente y al lucro cesante. 
Asimismo, se planteó como objetivo específico I, determinar las razones del 
por qué se da el incumplimiento de la ejecución de la reparación civil, 
formulándose como pregunta uno: ¿Considera que el Juez en un proceso penal 
por faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con dar 
un buen tratamiento y valoración del daño emergente, tan igual que un proceso 
civil?. De los entrevistados S2, S3 y S4 manifiestan como similitud que no se da 
un tratamiento de la valoración del daño emergente y el lucro cesante tan igual 
que un proceso civil y S1 refiere si hay pronunciamiento sobre la reparación en los 
procesos penales, pero no precisa que esto se de en cumplimiento a dichas 
valoraciones.  
De lo vertido, podemos evidenciar que en la actualidad no se da una 
debida fundamentación de las citadas valoraciones, porque no se rigen o exigen 
una buena praxis del Principio de Oralidad por medio del cual los agraviados 
precisen los montos de sus daños y que ello permita un mejor pronunciamiento de 
los Jueces competentes.   
En esa misma línea, se realizó como pregunta dos: ¿Considera que el Juez en un 
proceso penal por faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil 
cumple con dar un buen tratamiento y valoración del lucro cesante, tan igual que 
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un proceso civil? Sobre el particular todos los entrevistados manifiestan que no se 
da un tratamiento debido a la valoración del lucro cesante, precisando S2, S3 y 
S4, que eso se ventila en el proceso civil, por un juez civil y que no se analiza la 
ganancia dejado de aportarse y solo uno de ellos sostiene que el concepto de 
reparación civil está comprendido dentro del concepto general de indemnización; 
por lo que, me permito a decir que concuerdo con la respuesta de los 
entrevistados en que no se da un tratamiento del lucro cesante al igual de un 
proceso civil; sin embargo, de manera reiterada debemos dejar sentado la postura 
de que en el proceso por faltas el agraviado es considerado un querellante 
particular y por la naturaleza del proceso la norma procesal y la doctrina le 
permite al agraviado a fundamentar debidamente el lucro cesante y el Juez 
valorar y pronunciarse tan igual que un Juez civil.    
Se concluyó que para determinar las razones del incumplimiento de la 
ejecución de la reparación  civil en los procesos por faltas no tiene un modelo 
marcado sobre la conducción o desarrollo en el Nuevo Código Procesal Penal; 
por lo que se basa en que debe precisarse a nivel doctrinario que en dicho 
proceso a pedido de la parte agraviada y bien fundamentado el extremo de la 
reparación civil al Juez penal se le permita fijar un monto tan igual de satisfactorio 
que un Juez civil, ello debido a que gran parte de los Jueces a Nivel Paz Letrado 
ven de manera simultánea proceso penales, civiles y de Familia, y los 
componentes de dichos procesos son el imputado y el agraviado y en similitud lo 
que en un proceso civil son el demandado y el demandante. 
En adición como objetivo específico II se planteó precisar las alternativas 
de solución a la ejecución oportuna de la reparación civil en los procesos por 
faltas en el Distrito Judicial de Puente Piedra durante el año 2020, para lo cual, se 
realiza como pregunta uno: ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de 
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la parte 
agraviada de fundamentar los daños causados? Al respecto, S1 y S2 refieren que 
no, aduciendo que el Juez si tiene contacto directo con las partes procesales y S3 
y 4 señalan que sí, y que, si bien hay contacto directo por parte del Juez con los 
sujetos procesales en audiencia, no es menos cierto, que no hay una exigencia 
por parte de aquel hacia los agraviados en una debida fundamentación para 
fijarse un monto razonable.  
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Sobre el particular, debo manifestar que si hay una mala praxis sobre el 
desarrollo de la audiencia en el cual el Juez si bien está en contacto con las 
partes procesales, aquel no requiere ni mucho menos exige una debida 
fundamentación por parte de los agraviados sobre el extremo de la reparación 
civil, el cual permita al Juzgador tener los suficientes elementos para fijar un 
monto equitativo al daño. 
De igual modo, se realizó como pregunta dos: ¿Considera Ud., que se le 
recorta el derecho a la defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para 
obtener una verdadera valoración de los daños causados en el proceso penal por 
faltas?. Frente a esta pregunta el S1 y S2, refieren que no se le recorta el derecho 
a la defensa ni el principio de Oralidad, toda vez, que el agraviado tiene la 
posibilidad de justificar y en la etapa respectiva oralizar sus medios probatorios 
para alcanzar la reparación civil; sin embargo, el S2 sostiene que no fundamentan 
dicha reparación civil sobre el daño causado ni menos lo dejado de percibir. Por 
otro lado, el S3 y S4 aducen que sí, dado que el Juez debe de exigir a la parte 
agraviada la debida fundamentación del daño causado y lo dejado de percibir 
para tener mayores elementos y concretizar en un fallo razonable respecto al 
quantum de la reparación civil.  
En atención de las respuestas de los entrevistados, se aprecia opiniones 
concordantes y discordantes, y no es menos cierto que el Nuevo Código Procesal 
Penal permite al agraviado por medio del Principio de Oralidad dar mayor refuerzo 
a su derecho a la defensa empero este debe realizar una debida fundamentación 
del daño emergente y el lucro cesante conjuntamente con los medios probatorios 
pertinentes para que el Juez se permita fijar un monto razonable sobre la 
reparación civil. 
Asimismo, se elaboró como pregunta tres: ¿A su opinión, resulta necesaria 
una modificación del artículo 92° del código penal, para el cumplimiento estricto 
de la reparación civil? Ante ello, los entrevistados por unanimidad responden que 
no se debe modificar el citado artículo, lo que se debe novar o innovar es en la 
parte procesal, debido a que no hay un modelo exacto para el proceso por faltas, 
en el cual, el agraviado se le exija fundamentar sus daños en audiencia única por 
medio del Principio de Oralidad e Inmediación, y el Juez determine una reparación 
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civil en el cual no tenga la necesidad la parte agraviada de solicitarlo en la vía 
civil. 
Por ende, según la opinión común de los entrevistados el artículo materia 
de análisis no requiere modificaciones, lo que si urge es una modificación en el 
aspecto Procesal, que si bien, se desarrolla la audiencia única y en el cual dicha 
actuación es mediante la Oralidad, se debe dejar sentada una postura en el cual, 
al ser considerado el agraviado como un querellante particular, dicha condición, si 
le permite fundamentar debidamente su pretensión de naturaleza civil dentro del 
Proceso Penal por Faltas y con ello alcanzar un monto no muy alejado como si lo 
fuera en el ámbito civil. 
De la misma forma, se ha elaborado como pregunta cuatro: ¿Ante el 
pronunciamiento ínfimo de la reparación civil en el proceso penal por faltas, 
considera que se vulnera el principio de economía procesal, dado que el 
agraviado debe interponer dicha pretensión en una vía similar satisfactoria? Con 
relación a esta pregunta, el S1 y S3 indican que no se vulnera el Principio de 
Economía Procesal dado que el primero de los mencionados sostiene que el 
Proceso Penal por Faltas se resuelve en el acto y de estar en desacuerdo con el 
monto de la reparación civil puede acudir a la vía civil, y el último de los 
mencionados refiere que lo que se necesita una exigencia por parte del Juez para 
que la agraviada fundamente el quantum de la reparación civil. 
Por su parte el S2 y S4, consideran que sí, debido a que debe de realizarse 
todo en un solo proceso y no esperar que el investigado sea culpable y posterior a 
ello la parte agraviada solicite por medio de un proceso de indemnización en la 
vía civil para obtener un monto pecuniario acorde a los daños causados. 
Sobre el particular, se aprecia que los dos primeros entrevistados aún tiene 
la cultura del modelo antiguo del Código de Procedimientos Penales, el cual ante 
la insatisfacción de monto irrisorio de la reparación civil la parte agraviada lo 
puede hacer en la vía civil; sin embargo, comparto la postura de los entrevistados 
S2 y S4, en el sentido, que economía procesal no solo representa la disminución 
de actos procesales dentro del mismo proceso, sino además de tener la 
satisfacción en un solo proceso, siendo el caso en concreto que permite solicitar 
una reparación civil de naturaleza civil; por tanto, el Juez de Paz Letrado Penal 
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debe calcular el monto de la reparación civil en función de elementos como lo 
hace un Juez de Paz Letrado en lo Civil.   
Finalmente, se ha previsto pertinente formular como pregunta cinco: 
¿Considera que el incumplimiento de la reparación civil se debe a la falta de 
impulso por parte de los agraviados respecto al costo beneficio? En relación a la 
pregunta, todos los entrevistados opinan que si, por un lado, el S1 sostiene que 
ello se debe a no tener conocimientos de derecho o sobre la ejecución de la 
reparación civil, y el S2 al S4 sostienen que el gran indicio se debe a que el costo 
beneficio de lo que se pretende ejecutar es ínfimo comparado con la contratación 
de un abogado que los represente.  
En consecuencia, existe opinión mayoritaria al fijarse que la inactividad 
sobre la ejecución de la reparación civil debido al costo beneficio porque resulta 
muy onerosa la contratación de un abogado que represente al agraviado y para 
este muy ínfimo el concepto de reparación civil fijado por el Juez, por lo que, la 
gran mayoría de agraviados optan por despreocuparse sobre la ejecución de la 
misma; por lo que, se debe regular un monto acorde al daño causado de manera 
razonable; por tanto, se concluyó que para precisar las alternativas de solución a 
la ejecución oportuna de la reparación civil en los procesos por faltas en atención 
al Principio de Oralidad, con las pruebas aportadas y una buena fundamentación 
sobre la reparación civil, el Juez penal tiene la obligación de determinar un monto 
considerable para el resarcimiento de ese daño causado, y dar así un estricto 
cumplimiento de lo que comprende el artículo 92 del Código Penal. 
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Discusión: 
Esta investigación tuvo como objetivo general conocer las causas del 
incumplimiento de la ejecución de la reparación civil en los procesos penales por 
faltas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y saber cómo ejecutarlas en forma 
oportuna. Se planteó este objetivo porque en estos últimos años se ha 
incrementado paulatinamente la inejecución de la reparación civil, debido a que la 
parte agraviada tiene un gran desinterés, ante el monto ínfimo fijado por el Juez 
de Paz Letrado en lo Penal, y se ve en la necesidad de recurrir a una vía civil 
como alternativa de solución al problema no remediada en la vía penal. 
Si bien el proceso penal prevé un pronunciamiento sobre la reparación civil 
en el decurso del proceso, no es menos cierto, que la judicatura fija un monto 
irrisorio, motivo por el cual, en esta investigación se ha podido evidenciar que en 
el proceso penal por faltas no existe una exigencia por parte del Juez ni una 
buena fundamentación por parte de la agraviada, para determinar o alcanzar 
respectivamente un monto igualmente satisfactorio que en el desarrollo del 
proceso civil. 
Al respecto, uno de los hallazgos importantes que se ha podido encontrar 
es que la falta de diligenciamiento por parte de los agraviados coadyuva a que 
haya o persista la inejecución de la reparación civil en el proceso penal por faltas 
debido al monto ínfimo determinado por el Juez. Este hallazgo guarda relación 
con lo señalado por Martínez (2016), quien refiere que la inejecución de la 
reparación civil se debe a la falta de interés de los agraviados y entre otros, la 
falta de personal jurisdiccional ante la carga procesal desproporcional frente a 
recurso humano. Asimismo, Arce (2015) sostiene que la reparación civil debiera 
tener un trato importante tan igual que la persecución del delito, representándose 
con ello una valoración importante sobre el monto de dicha reparación. 
Sin embargo, existe otro grupo de autores que fundamentan que la 
reparación civil si bien está contemplada dentro del Código Penal, para poder 
alcanzar un monto considerable debería pretenderse en la vía civil. Tal es el caso 
de Gálvez (2016) quien sostiene que la reparación civil tiene un carácter 
subordinado de la pretensión penal, y si el agraviado pretendiera un monto 
razonable debiera solicitarlo en la vía civil.  
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En esa misma línea, para Silva (2001), resulta que no se justificaría 
conexión de la responsabilidad civil con el derecho penal. Ello es así, porque 
estas dos últimas opiniones están desfasadas y muchos operadores de justicia 
siguen el anacronismo de no determinar la reparación civil dentro del proceso 
penal de faltas con una debida valoración del daño causado en similitud que en 
un proceso civil (Chunga, 2009).  
Se tuvo como primer objetivo específico: Determinar las razones del por 
qué se da el incumplimiento de la ejecución de la reparación civil en los procesos 
por faltas. Se planteó este objetivo porque lo se enmarca es que los Jueces no 
determinan el quantum de la reparación civil con un buen tratamiento del daño 
emergente y el lucro cesante. Vale decir, Ordinola (2016) refiere que se necesita 
cambios como la motivación por parte del Juez respecto al quantum de la 
reparación civil para determinar la eficacia de la reparación civil. 
Del mismo modo, Beraun (2015) sostiene que se debe fomentar una 
cultura de ejecución de la reparación civil y fijar un monto razonable que genere 
al agraviado impulsar sobre el costo beneficio que acarrea el pago de la 
reparación frente a los gastos por contratación de abogado.  
Por otro lado, recientemente la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de La República mediante Recurso de Casación Nº 1803-2018 
Lambayeque y Recurso de Casación Nº 1856-2018 Arequipa, ha señalado criterio 
respecto a la reparación civil, en el sentido que por más prescripción del delito 
este no determina la prescripción de la acción civil, y que el órgano jurisdiccional 
puede fijar una reparación civil, y si se ha emitido sentencia absolutoria o auto de 
sobreseimiento. 
El tipo penal no condiciona la existencia o la inexistencia de un daño o 
perjuicio, respectivamente; por tanto, lo que se evidencia es que las novaciones 
procesales respecto a la interpretación sobre la reparación civil contemplada en el 
artículo 92 del Código Penal, toma fuerza en darle un trato diferenciado a favor de 
la agraviada y que el órgano jurisdiccional puede fijar una reparación civil, claro 
está, si se cumplen los criterios de imputación civil correspondientes y se 
respetan las reglas procesales correspondientes. 
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El segundo objetivo específico consistió en precisar las alternativas de 
solución a la ejecución oportuna de la reparación civil. Se planteó este objetivo 
por razón de que, lo que se evidencia es una falta de lineamiento formal al 
momento del desarrollo de la audiencia única, teniendo por un lado la falta de 
actuación por parte del Juez ante la inexigencia a la parte agraviada de que 
fundamente su pretensión respecto a la reparación civil, utilizando los Principios 
de Inmediación, Derecho a la Defensa, Oralidad y Economía Procesal para que 
haya un monto razonable y con ello mayor impulso para la ejecución de la 
reparación civil. 
Afirmación sustentada por (Talavera, 2005) quien determinó que el impulso 
procesal es por parte del agraviado que es parte interesada del resultado del 
mismo, al ser considerado un querellante particular y al fundamentar 
debidamente su pretensión esta debe resolverse tan igual que lo es en el proceso 
civil y que el Juez debe de abstenerse de intervenir oficiosamente. 
A manera de ejemplo, ante las novaciones procesales, (Andia, 1996) 
negaba la posibilidad de una conciliación dentro del proceso por faltas; con lo 
(Chunga, 2009) afirma que el sentido interpretativo de la norma procesal ha 
tomado fuerza con los principios procesales contemplados, entre ellos la Oralidad 
e Inmediación, el cual permite una mejor sustanciación y fundamentación del 




Se concluyó que las causas del incumplimiento de la ejecución de la reparación 
civil es que prima el principio de oralidad; sin embargo, incide en forma negativa 
vulnerando derechos al principio acusatorio el cual no fue considerado 
incorporarlo; toda vez que el juez es el investigador y al mismo tiempo juzgador. 
Pero a pesar de los vacíos procesales, el Juez tiene el deber de impartir justicia y 
en este proceso la carga de la prueba lo tiene el agraviado; por tanto, debe 
desempeñar con diligencia los derechos que le asisten para poder lograr un 
monto acorde al daño causado y en similitud al proceso civil respecto al daño 
emergente y al lucro cesante. 
Segunda: 
Se concluyó que para determinar las razones del incumplimiento de la ejecución 
de la reparación civil, no se tiene un modelo marcado sobre la conducción o 
desarrollo en el Nuevo Código Procesal Penal; por lo que, debe precisarse a nivel 
doctrinario que en dicho proceso a pedido de la parte agraviada y bien 
fundamentado el extremo de la reparación civil al Juez penal se le permita fijar un 
monto tan igual de satisfactorio que un Juez civil, ello debido a que gran parte de 
los Jueces a Nivel Paz Letrado ven de manera simultánea proceso penales, 
civiles y de Familia, y los componentes de dichos procesos son el imputado y el 
agraviado y en similitud lo que en un proceso civil son el demandado y el 
demandante.  
Tercera: 
Se concluyó que, para precisar las alternativas de solución a la ejecución 
oportuna de la reparación civil en atención al Principio de Oralidad, con las 
pruebas aportadas y una buena fundamentación sobre la reparación civil, el Juez 
tiene la obligación de determinar un monto considerable para el resarcimiento de 
ese daño causado, y dar así un estricto cumplimiento de lo que comprende el 
artículo 92 del Código Penal. Finalmente, asignar más personal jurisdiccional 




Se recomienda a los Jueces fijar una reparación civil con montos que no resulten 
ínfimos, empleando con mayor técnica el Principio de oralidad y en el cual 
requieran a la parte agraviada a fundamentar los daños ocasionados y así 
determinar un criterio razonable sobre el quantum de la misma; tanto más, que en 
distintas sedes judiciales los Jueces de Paz Letrado son jueces que en un mismo 
despacho tramitan proceso penal por faltas, procesos civiles y de familia civil. 
Segunda: 
Se sugiere al Presidente de la Corte Superior de Justicia de Puente Piedra 
Ventanilla a realizar un pleno casatorio distrital con la finalidad de que jueces 
participantes asientan una postura respecto a la viabilidad de la reparación civil 
con las exigencias de un proceso civil, para lograr que los agraviados 
fundamenten sobre el extremo de la reparación civil, el cual permita al Juzgador 
tener los suficientes elementos para fijar un monto equitativo al daño.  
Tercera: 
Se recomienda a los abogados que en la praxis se permitan asesorar a los 
agraviados sobre la exigencia y fundamentación de la reparación civil con los 
componentes del daño emergente y el lucro cesante, al ostentar la función de 
querellante particular; por tanto, en el proceso penal por faltas la norma procesal 
si permite que se dé un tratamiento a dicha reparación civil  tan igual que un Juez 
en lo civil. Y se sugiere al citado Presidente implementar plazas laborales para 
ocupar los cargos de los juzgados y así equilibrar la ejecución de la reparación 
civil.   
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SUJETOS INFORMARTES ENTREVISTAS / PREGUNTAS 
¿Qué causas 
determinan el 
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los procesos por 
faltas en el Distrito 
Judicial de Puente 
Piedra, durante el 
año 2020. 
 
 2. ¿Qué propuestas 
de solución se 
puede diseñar al 
incumplimiento de 
ejecución de la 
reparación civil en 
los procesos 
penales por faltas 






2. Precisar las 
alternativas de 
solución a la 
ejecución oportuna 
de la reparación 
civil en los 
procesos por faltas 
en el Distrito 
Judicial de Puente 
Piedra, durante el 
año 2020. 
 










Anexo 2. Matriz de triangulación 
Matriz de triangulación 
Objetivo general Sujetos informantes 
Conocer las causas del 
incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por 
falas en el Distrito de Puente Piedra, 2020, y 










1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las
causas del incumplimiento de la
ejecución de la reparación en los
procesos penales por faltas?
Una de las causas 
del incumplimiento, 





sentencia debido al 
monto irrisorio de la 
reparación civil y otra 
de las causas es la 
gran carga procesal 
de los juzgados 
debido a la falta de 
personal acorde a 
Lo que se evidencia en 
los procesos por faltas 
ante el incumplimiento 
de la ejecución en la 
reparación civil, es el 
desinterés por parte de 
los agraviados, y ello se 
debe a los montos 
diminutos que la 
judicatura dispone sin 
tomar en cuenta que, al 
ser una pretensión civil 
dentro del proceso 
penal, debiera darse 
lugar a la valoración del 
Dentro de las 
causas del 
incumplimiento, 
por un lado, 
tenemos que ello 




debido a que no 
genera un monto 
resarcitorio 
relevante y por 
otro lado, se debe 
a que el aparato 
Lo que sucede en 
común, es que hay falta 
de preocupación por 
los agraviados en 
impulsar sus procesos 
y ello se debe a que el 
monto de la reparación 
civil es diminuto, y otro 
de las grandes causas 
es que el Poder Judicial 
tiene excesiva carga 
procesal en realizar 
dicho impulso procesal 
por la falta de personal 
frente a tanta carga de 
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gran número de 
expedientes a cargo 
de cada juzgado.  
daño emergente y del 
lucro cesante. 





expedientes a su cargo. 
    Análisis De lo manifestado por los entrevistados se evidencia que todos opinan en igual sentido, en que 
una de las causas de la inejecución de la reparación civil es el monto irrisorio que fija el Juez Penal 
debido a la falta de precisión técnica del daño, y dentro de las diferencias precisan S1, S3 y S4 
que también se debe a la falta de personal jurisdiccional del Poder Judicial. Ahora bien, de lo 
vertido se aprecia que se ha tenido una cultura de sosiego en querer mantener en dos líneas 
separadas de lo que se ventila en el proceso penal por faltas, una de ellas dar la importancia de la 
persecución de la acción penal y dejando de lado a la reparación civil, en atención de los 
parámetros del antiguo Código de Procedimientos Penales; sin embargo, hoy en día estamos ante 
el no tan nuevo Código Procesal Penal donde impera entre otros el Principio de Oralidad, y que 
por medio del cual se permite pero no se exige una debida fundamentación sobre el extremo de la 
reparación civil por parte de agraviados y sus abogados respectivamente.. 
2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de
forma oportuna el cumplimiento de la
reparación civil en los procesos
penales por faltas?
Se ejecutaría de la 
mejor manera, 
siempre y cuando el 
agraviado de obtener 
un monto razonable 
sobre la reparación 
civil, ello daría 
Se ejecutaría de forma 
oportuna, si es que los 
Jueces de Paz Letrado 
realizaran una 
valoración en conjunto 
del daño emergente y el 
lucro cesante sobre la 
Para ello, resultaría 
satisfactorio para el 
agraviado al 
ostentar una buena 
cantidad pecuniaria 
sobre la reparación 
civil para que le 
El Juez penal al momento 
de sentenciar y 
pronunciarse en el extremo 
de la reparación civil debe 
realizar una valoración con 




motivo para que 
invierta en un 
abogado defensor e 
impulse la ejecución 
de la misma. Por 
otro lado, el Estado 
contrate más 
personal para los 
órganos 
jurisdiccionales con 
la finalidad de que el 
trabajo en cuanto a 
la carga de 
expedientes sea 
acorde al número de 
personas.  
 
pretensión civil dentro 
de dicho proceso, 
teniendo en cuenta lo 
que se busca es resarcir 
el daño proveniente del 
hecho punible 
ocasionado a la víctima. 
 
pongan interés a 
impulsar sus 
expedientes o que 
tengan un monto a 
favor e invertir en 
abogado para el 
impulso del mismo. 
En definitiva, sería 




para que contraten 
más personal, 










atención de considerar el 
daño emergente y el lucro 
cesante, y con ello 
acrecentar el monto 
resarcitorio, que generaría 
interés en la parte agraviada 
y realice el impuso 
respectivo. 
En esa misma línea, es 
de considerar que el 
aparato judicial debe 
contar con una mejor 
composición en número 
de personal 
jurisdiccional para que 
el trámite y la ejecución 
de los procesos 
judiciales y en especial 
la ejecución de la 
reparación civil, sean 
más céleres. 
Finalmente, de ser el caso 
realizar apercibimientos y 
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revocar ante el 
incumplimiento 
Análisis 
Dentro las semejanzas se advierten que los entrevistados opinan unánimemente que si se fija un 
precio considerable de la reparación civil daría lugar a que los agraviados según costo beneficio 
puedan invertir en los letrados que los representen y poder ejecutar e impulsar diligentemente sus 
procesos, y por otro lado, S1, S3 y S4 señalan que dicha solución además sería con la 
contratación de personal jurisdiccional acorde a la cantidad de la carga procesal que maneja.  
Por otro lado, es de precisar que concuerdo con los entrevistados que se superaría la ejecución de 
los procesos en el extremo de la reparación civil si es que el Juez fijaría un monto acorde a los 
daños empleando las reglas o técnicas de lo que se desarrolla en un proceso civil, y como 
segunda propuesta y no menos importante la composición de mayor personal jurisdiccional para 
afrontar la excesiva carga procesal de los juzgados.  
Conclusión 
Se concluyó que las causas del incumplimiento de la ejecución de la reparación civil en los procesos 
penales por faltas este tipo de proceso penal es un proceso célere, pues prima el principio de oralidad; 
sin embargo, incide en forma negativa vulnerando derechos al principio acusatorio el cual no fue 
considerado incorporarlo; toda vez que el juez es el investigador y al mismo tiempo juzgador.  
Pero a pesar de los vacíos procesales, el Juez tiene el deber de impartir justicia, interpretando las 
disposiciones que regulan el proceso penal por faltas; asimismo en este proceso la carga de la prueba 
lo tiene el agraviado, por tanto, debe desempeñar con diligencia los derechos que le asisten para poder 
lograr un monto acorde al daño causado y en similitud al proceso civil respecto al daño emergente y al 
lucro cesante. 
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Objetivo específico I 
Determinar las razones del por qué se da el 
incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos por faltas en 
el Distrito Judicial de Puente Piedra, durante 
el año 2020. 
3. Según su experiencia, ¿Considera
que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el
quantum de la reparación civil cumple
con dar un buen tratamiento y
valoración del daño emergente, tan
igual que un proceso civil?
Sí, porque el Juez al 
momento de 
resolver una causa 
e imponer una 
reparación civil 
debe de tener en 
cuenta el daño 
causado conforme 
al artículo 92° del 
Código Penal; por lo 
cual, este artículo le 
faculta al juez fijar el 





No, porque únicamente 
nos remitimos a la 
incapacidad otorgada 
por el Médico Legista, o 
quien haga sus veces, 
en el caso de faltas 
dolosas o maltrato, y el 
caso de hurto y daño, 
de acuerdo a la 
valoración de lo dañado 
o hurtado (restitución
del bien), y siempre y 
cuando no supere la 
remuneración mínima 
vital. Dicho quantum es 
irrisorio, pues no se 
totaliza el daño 
emergente provocado 
No, si bien la búsqueda 
de la verdad en el 
proceso penal por faltas 
se debe a la imputación 
de la responsabilidad 
del acusado y las 
consecuencias sobre 
esa acción, es en esa 
línea que los Jueces no 
valoran o muy poco 
valoran el quantum de 
la reparación civil, y lo 
hacen de manera 
simbólica; por tanto, no 
desarrollan 
técnicamente la 
valoración del daño 
emergente como sí lo 
En su mayoría los 
jueces penales buscan 
resolver la 
inculpabilidad o la 
culpabilidad del 
imputado; por lo que, 
no realizan una debida 
valoración del daño 
emergente; muy por el 
contrario, sería factible 
que si lo hicieran para 
que los agraviados le 
pongan mayor énfasis 
o interés en la 
ejecución de la 
reparación civil.   
46 
 
 como en un proceso 
civil. En el proceso civil 
se cuantifica y se valora 
el daño considerando 
los elementos de la 
responsabilidad civil: 
Hecho dañoso, factor 
de atribución, la 
relación de causalidad 
y el daño en si 
producido, y luego se 
cuantifica, elementos 
que no son analizados 
en los procesos por 
faltas. 
hacen en el Proceso 
Civil.  
 
Análisis De los entrevistados S2, S3 y S4 manifiestan como similitud que no se da un tratamiento de la 
valoración del daño emergente y el lucro cesante tan igual que un proceso civil y S1 refiere si hay 
pronunciamiento sobre la reparación en los procesos penales, pero no precisa que esto se de en 
cumplimiento a dichas valoraciones.  
De lo vertido, podemos evidenciar que en la actualidad no se da una debida fundamentación de las 
citadas valoraciones, porque no se rigen o exigen una buena praxis del Principio de Oralidad por 
medio del cual los agraviados precisen los montos de sus daños y que ello permita un mejor 
pronunciamiento de los Jueces competentes.   
4. Según su experiencia, ¿Considera No, porque el lucro No, porque no se Siguiendo la narrativa El juez penal no 
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que el Juez en un proceso penal por 
faltas al momento de emitir el 
quantum de la reparación civil cumple 
con dar un buen tratamiento y 
valoración del lucro cesante, tan igual 
que un proceso civil?  
cesante deriva de 
los actos jurídicos, 
por lo cual le 
corresponde a la vía 
civil, determinar el 
monto reparatorio. 
En los procesos 
penales por falta, el 
monto de la 
reparación civil se 
determina 
conjuntamente con 
la pena.  
analiza la ganancia o 
provecho que deja de 
reportarse a 
consecuencia del daño 
causado. 
de la pregunta anterior, 
el Juez penal no se 
pronuncia técnicamente 
sobre el quantum de la 
reparación civil sobre la 
valoración del lucro 
cesante como sí lo hace 
o desarrolla el Juez civil.
cumple con dar un 
tratamiento y 
valoración del lucro 
cesante tan igual que el 
Juez civil, dejando en 
claro que no hay norma 
que prohíba ello, si 
bien el artículo 92 del 
Código penal ampara 
la reparación civil, no 
es menos cierto que 
este concepto está 
comprendido dentro del 
concepto general de 
indemnización; por lo 
que, su debida 
operatividad dentro del 
desarrollo de la 
audiencia resultaría 
necesaria que el 
agraviado sustente 
dicho pedido para que 
el juez en su 
oportunidad opte por 
una decisión acorde a 
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Sobre el particular todos los entrevistados manifiestan que no se da un tratamiento debido a la 
valoración del lucro cesante, precisando S2, S3 y S4, que eso se ventila en el proceso civil, por un 
juez civil y que no se analiza la ganancia dejado de aportarse y solo uno de ellos sostiene que el 
concepto de reparación civil está comprendido dentro del concepto general de indemnización; por 
lo que, me permito a decir que concuerdo con la respuesta de los entrevistados en que no se da un 
tratamiento del lucro cesante al igual de un proceso civil; sin embargo, de manera reiterada 
debemos dejar sentado la postura de que en el proceso por faltas el agraviado es considerado un 
querellante particular y por la naturaleza del proceso la norma procesal y la doctrina le permite al 
agraviado a fundamentar debidamente el lucro cesante y el Juez valorar y pronunciarse tan igual 
que un Juez civil.    
Conclusión  Segunda.- Se concluyó que para determinar las razones del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación  civil en los procesos por faltas no tiene un modelo marcado sobre la conducción o 
desarrollo en el Nuevo Código Procesal Penal; por lo que se basa en que debe precisarse a nivel 
doctrinario que en dicho proceso a pedido de la parte agraviada y bien fundamentado el extremo de la 
reparación civil al Juez penal se le permita fijar un monto tan igual de satisfactorio que un Juez civil, 
ello debido a que gran parte de los Jueces a Nivel Paz Letrado ven de manera simultánea proceso 
penales, civiles y de Familia, y los componentes de dichos procesos son el imputado y el agraviado y 
en similitud lo que en un proceso civil son el demandado y el demandante.  
Objetivo específico II  
Precisar las alternativas de solución a la 
ejecución oportuna de la reparación civil 




Judicial de Puente Piedra durante el año 
2020. 
5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., 
que se vulnera el Principio de 
Inmediación en el Proceso Penal por 
faltas, ante la no exigencia a la parte 
agraviada de fundamentar los daños 
causados?  
 
No, el principio de 
inmediación tiene que 
ver con el contacto 
directo entre el juez y 
el procesado, este 
principio de 
inmediación se aplica 
específicamente para 
el imputado. El 
agraviado puede 
fundamentar por 
escrito el daño 
causado.   
 
No, porque en un 
proceso penal con la 
nueva ley procesal penal 
si bien implica que es el 
Juez quien dirige el 
proceso, quien está 
presente en la 
audiencia, es decir se 
encuentra en contacto 
directo con los sujetos y 
con el objeto del 
proceso, y si se exige 
que acredite los daños 
causados a la parte 
agraviada, porque de no 
haber daño no existiría 
la preexistencia del 
objeto dañado o lesión 
provocada, no es menos 
cierto, que la parte 
agraviada o los 
abogados que los 
representan no tienen 
Considero que sí, de 
manera específica sobre 
la exigencia que el Juez 
debe indicar a la parte 
agraviada o en su 
oportunidad al abogado 
de esta, que 
fundamente de manera 
técnica la reparación 
civil, y así lograr una 
valoración acorde o 
significativa a la 
pretensión accesoria 
sobre dicho proceso.  
 
Considero que sí, dado 
que el Juez al realizar 
la búsqueda de la 
verdad sobre la falta 
penal, tiene pleno 
conocimiento sobre los 
daños de manera 
directa en contacto con 
las partes del proceso; 
por tanto, debería exigir 
a la parte agraviada 
que fundamente su 
pretensión en el 
extremo de la 
reparación civil, para 
que el Juez tenga 
suficientes elementos 





esa cultura de realizar 
una buena 
fundamentación en el 
extremo de la reparación 
civil; por lo que, la 
judicatura no puede 
suplir la envestidura de 
los abogados o dicha 
parte para remediar el 
quantum de la 
reparación civil. 
Análisis Al respecto, S1 y S2 refieren que no, aduciendo que el Juez si tiene contacto directo con las partes 
procesales y S3 y 4 señalan que si, y que, si bien hay contacto directo por parte del Juez con los sujetos 
procesales en audiencia, no es menos cierto, que no hay una exigencia por parte de aquel hacia los 
agraviados en una debida fundamentación para fijarse un monto razonable.  
Sobre el particular, debo manifestar que si hay una mala praxis sobre el desarrollo de la audiencia en el 
cual el Juez si bien está en contacto con las partes procesales, aquel no requiere ni mucho menos exige 
una debida fundamentación por parte de los agraviados sobre el extremo de la reparación civil, el cual 
permita al Juzgador tener los suficientes elementos para fijar un monto equitativo al daño.  
6. Según su experiencia, ¿Considera Ud.,
que se le recorta el derecho a la
defensa y al Principio de oralidad a los
agraviados para obtener una verdadera




No, porque durante el 
proceso penal por faltas, 
la parte agraviada en 
todo momento está 
Hoy en día el Principio 
de Oralidad ha tomado 
más fuerza en los 
procesos penales y 
Sí, porque de permitirse 
una mayor 
fundamentación de la 
reparación civil por 
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valoración de los daños causados en el 
proceso penal por faltas?  
agraviado, conforme 
lo señala el artículo 
92° y 93° del Código 
Penal, en este caso 
se establece que en 
los procesos por 
faltas contra la 
persona, la 
reparación civil se 
determina 
conjuntamente con la 
pena y es un derecho 
de la víctima; y, para 
ello el agraviado debe 
justificar su 
pretensión 
resarcitoria el cual 
será valorado, el Juez 
aplicará el criterio de 
proporcionalidad para 
fijar un monto 
prudente, como 
reparación civil, 
teniendo en cuenta el 
daño causado a la 
presente y tiene que 
acreditar sus daños, 
asimismo en la etapa 
correspondiente se le 
escucha y oraliza sus 
medios probatorios; lo 
que si se denota es que 
no fundamentan bien 
dicha reparación civil, no 
señalan el monto del 
daño causado y menos 
lo dejado de percibir ante 
ello. 
civiles; por tanto, 
considero que, si se 
recorta el derecho a la 
defensa y más aún al 
Principio de Oralidad, en 
el sentido, que el Juez 
debe de exigir a la parte 
agraviada o al abogado 
que patrocina en realizar 
una fundamentación en 
el extremo de la 
reparación civil, para que 
en respuesta el Juez 
penal emita un fallo 
razonable respecto al 
quantum de la reparación 
civil.  
medio del Principio de 
Oralidad, los agraviados 
tienen la posibilidad de 
expresar los daños con 
mayor énfasis y con ello 
al ser escuchados por el 
Juez penal, este tiene 
suficientes elementos 
para fijar un monto 




Análisis Frente a esta pregunta el S1 y S2, refieren que no se le recorta el derecho a la defensa ni el 
principio de Oralidad, toda vez, que el agraviado tiene la posibilidad de justificar y en la etapa 
respectiva oralizar sus medios probatorios para alcanzar la reparación civil; sin embargo, el S2 
sostiene que no fundamentan dicha reparación civil sobre el daño causado ni menos lo dejado de 
percibir. 
Por otro lado, el S3 y S4 aducen que sí, dado que el Juez debe de exigir a la parte agraviada la 
debida fundamentación del daño causado y lo dejado de percibir para tener mayores elementos y 
concretizar en un fallo razonable respecto al quantum de la reparación civil.  
En atención de las respuestas de los entrevistados, se aprecia opiniones concordantes y 
discordantes, y no es menos cierto que el Nuevo Código Procesal Penal permite al agraviado por 
medio del Principio de Oralidad dar mayor refuerzo a su derecho a la defensa empero este debe 
realizar una debida fundamentación del daño emergente y el lucro cesante conjuntamente con los 
medios probatorios pertinentes para que el Juez se permita fijar un monto razonable sobre la 
reparación civil. 
 
7. ¿A su opinión, resulta necesaria una 
modificación del artículo 92° del código 
penal, para el cumplimiento estricto de 
la reparación civil? Explique.  
 
No, el Código Penal 
es un código 
sustantivo y su 
eficacia determina las 
reglas de cómo debe 
seguir el proceso y la 
eficacia no depende 
No, debido a que dicho 
artículo va ganando 
fuerza, como es el caso 
de que no resulta 
necesario que se 
condene al imputado, o 
que prescriba la acción 
No, lo que se debe 
implementar es un ajuste 
del Proceso Penal por 
faltas, dado que 
actualmente es una 
suerte de Proceso 
inmediato con roses del 
No, porque dicho 
artículo contempla de 
manera taxativa la 
reparación civil como 
efecto resarcitorio; por 
tanto, lo que se debe de 
modificar es la exigencia 
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del artículo 92°; lo 
que debería 
modificarse es el 
proceso por faltas ya 
que es deficiente y 
precaria su 
regulación normativa 
en cuanto a la 
reparación civil, por 
medio del Principio 
de Oralidad e 
Inmediación dentro 
del Proceso Penal.  
penal, porque ello en el 
caso de proceso por 
faltas la absolución penal 
no impide que se exija un 
monto como reparación 
civil dentro del mismo 
proceso; por tanto, las 
reformas deben darse en 
la parte procesal, esto 
es, la exigencia a que los 
agraviados fundamenten 
su pretensión de 
reparación civil y que el 
Juez penal haga una 
verdadera valoración de 
la misma, en atención 
que el propio Código 
Procesal Penal lo 
permite por medio de la 
Audiencia única y en 
dicho acto con la 
utilización del Principio 
de Oralidad e 
Inmediación. 
Nuevo Código Procesal 
Penal; sin embargo, lo 
que se necesita es una 
exigencia por parte del 
Juez para que la 
agraviada o el abogado 
de dicha parte 
fundamente el quantum 
de la reparación civil, 
para que posteriormente 
se dé estricto 
cumplimiento de la 
misma. 
a la parte agraviada por 
medio del Principio de 
Oralidad, la 
fundamentación en 
audiencia sobre la 
reparación civil, para no 
tener la necesidad de 
solicitar ello en otra vía 
igualmente satisfactoria. 
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Análisis Los entrevistados por unanimidad responden que no se debe modificar el artículo 92 del Código 
Penal, lo que se debe novar o innovar es en la parte procesal, debido a que no hay un modelo 
exacto para el proceso por faltas, en el cual, el agraviado se le exija fundamentar sus daños en 
audiencia única por medio del Principio de Oralidad e Inmediación, y el Juez determine una 
reparación civil en el cual no tenga la necesidad la parte agraviada de solicitarlo en la vía civil. 
Por ende, según la opinión común de los entrevistados el artículo materia de análisis no requiere 
modificaciones, lo que si urge es una modificación en el aspecto Procesal, que si bien, se 
desarrolla la audiencia única y en el cual dicha actuación es mediante la Oralidad, se debe dejar 
sentada una postura en el cual, al ser considerado el agraviado como un querellante particular, 
dicha condición, si le permite fundamentar debidamente su pretensión de naturaleza civil dentro 
del Proceso Penal por Faltas y con ello alcanzar un monto no muy alejado como si lo fuera en el 
ámbito civil. 
8. Según su experiencia, ¿Ante el
pronunciamiento ínfimo de la
reparación civil en el proceso penal por
faltas, considera que se vulnera el
principio de economía procesal, dado
que el agraviado debe interponer dicha
pretensión en una vía similar
satisfactoria?
No, toda vez que el 
Juez en el proceso 
penal por faltas es un 
Juez conciliatorio; 
siendo que propicia a 
que las partes 
concilien respecto a 
la solución de sus 
problemas toda vez 
que no son graves y 
el restablecimiento de 
Si, porque considero que 
debe hacerse todo en un 
solo proceso, y no 
esperar que el proceso 
penal sea culpable para 
que recién accione un 
proceso por 
indemnización por daños 
y perjuicios en la vía civil, 
con lo cual ocasiona 
pérdida de dinero y 
Si, porque para abordar 
el Principio de economía 
procesal no solo se 
cataloga dentro de un 
mismo proceso, máxime 
se debe de tomar en 
consideración de todo el 
aparato judicial, 
atendiendo que si en un 
proceso penal por faltas 
en el cual participan los 
Sí, porque el Principio 
de economía procesal si 
bien es la exigencia que 
dentro del proceso se 
desarrolle actos o 
procedimientos de 
manera célere, máxime 
adoptando decisiones 
que logren la búsqueda 
de la verdad y en el 
extremo de la 
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su paz es posible, 
mediante la cual 
ambas partes están 
de acuerdo, 
terminando el Litis. El 
proceso penal en 
faltas se resuelve en 
el acto, por economía 
procesal conviene al 
juzgador declarar 
consentida en el 





acuerdo reparatorio.   
En el caso de que su 
raciocinio este 
obnubilado por el 
malestar que se le ha 
causado al agraviado 
y no se llegue a un 
acuerdo conciliatorio, 
tiempo para el agraviado.  
 
mismos involucrados que 
en un proceso civil, 
cambiando los términos 
como, imputado – 
demandado, agraviado – 
demandante; se 
ahorraría tiempo y dinero 
al Estado en atender 
dichas causas con mayor 
énfasis que es la 
búsqueda de la verdad y 
de manera 
complementaria con una 
cantidad pecuniaria que 
represente la reparación 
civil, y que esta sea 
igualmente satisfactoria 
que un proceso civil. 
 
reparación civil una 
satisfacción por parte de 
los agraviados a obtener 
un monto pecuniario 





se emita una 
sentencia  y el 
agraviado no esté de 
acuerdo con el monto 
de la reparación civil 
o en el caso de que  
se exima de la pena 
al procesado, a salvo 
queda su derecho del 
agraviado de acudir a 
la vía civil para su 
reclamo conforme al 
artículo 12.3 del 
Código Procesal 
Penal y demandar su 
pretensión mediante 
el cual el juzgador 
evaluará si resulta 
procedente o 
contrario sensu por la 
cuantía no resultaría 





Análisis Con relación a esta pregunta, el S1 y S3 indican que no se vulnera el Principio de Economía 
Procesal dado que el primero de los mencionados sostiene que el Proceso Penal por Faltas se resuelve 
en el acto y de estar en desacuerdo con el monto de la reparación civil puede acudir a la vía civil, y el 
último de los mencionados refiere que lo que se necesita una exigencia por parte del Juez para que la 
agraviada fundamente el quantum de la reparación civil. 
Por su parte el S2 y S4, consideran que si, debido a que debe de realizarse todo en un solo proceso 
y no esperar que el investigado sea culpable y posterior a ello la parte agraviada solicite por medio de 
un proceso de indemnización en la vía civil para obtener un monto pecuniario acorde a los daños 
causados. 
Sobre el particular, se aprecia que los dos primeros entrevistados aún tiene la cultura del modelo 
antiguo del Código de Procedimientos Penales, el cual ante la insatisfacción de monto irrisorio de la 
reparación civil la parte agraviada lo puede hacer en la vía civil; sin embargo, comparto la postura de los 
entrevistados S2 y S4, en el sentido, que economía procesal no solo representa la disminución de actos 
procesales dentro del mismo proceso, sino además de tener la satisfacción en un solo proceso, siendo 
el caso en concreto que permite solicitar una reparación civil de naturaleza civil; por tanto, el Juez de 
Paz Letrado Penal debe calcular el monto de la reparación civil en función de elementos como lo hace 
un Juez de Paz Letrado en lo Civil.  
 
9. Según su experiencia, ¿Considera que 
el incumplimiento de la reparación civil 
se debe a la falta de impulso por parte 
de los agraviados respecto al costo 
beneficio?  
Sí, debe tenerse en 
cuenta que el 
agraviado no tiene 
conocimientos de 
derecho y como 
Si, en el proceso por 
faltas muchas veces los 
agraviados no impulsan 
el proceso, y no 
promueven a que el 
Definitivamente que sí, 
dado que la gran 
mayoría de veces la 
responsabilidad del 
impulso proceso en 
Si, en muchas 
ocasiones los 
agraviados no impulsan 
sus procesos debido a 
que el monto 
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 iniciar la ejecución de 
la reparación civil a 
su favor, por tanto, la 
contratación de un 
letrado le genera un 
gasto que en su 
mayoría supera el 
monto fijado como 
reparación civil.  
 
sentenciado cumpla con 
la reparación civil, 
porque es más costoso 
tener que pagar una 
defensa técnica para lo 
que fijan respecto al 
monto que obtienen 
como reparación civil. 
 
etapa de ejecución se 
debe a los agraviados y 
que ello pierde fuerza 
debido a que no resulta 
beneficioso para esta 
parte invertir con el 
patrocinio de abogado 
por los montos irrisorios 
que la gran mayoría de 
jueces penales 
determinan sobre la 
reparación civil.   
 
resarcitorio es diminuto; 
por lo que, al tener que 
pagar los servicios 
profesionales de 
abogado, no es 
conveniente para ellos 
continuar con sus 
procesos en ejecución, 
porque valgan verdades 
genera más gasto en 
pagar a un abogado que 
ver un monto pecuniario 
considerable.  
 
Análisis En relación a la pregunta, todos los entrevistados opinan que si, por un lado, el S1 sostiene que ello se 
debe a no tener conocimientos de derecho o sobre la ejecución de la reparación civil, y el S2 al S4 
sostienen que el gran indicio se debe a que el costo beneficio de lo que se pretende ejecutar es ínfimo 
comparado con la contratación de un abogado que los represente.  
En consecuencia, existe opinión mayoritaria al fijarse que la inactividad sobre la ejecución de la 
reparación civil debido al costo beneficio porque resulta muy onerosa la contratación de un abogado 
que represente al agraviado y para este muy ínfimo el concepto de reparación civil fijado por el Juez, 
por lo que, la gran mayoría de agraviados optan por despreocuparse sobre la ejecución de la misma; 
por lo que, se debe regular un monto acorde al daño causado de manera razonable. 
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Conclusión Se concluyó que, para precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la reparación civil 
en los procesos por faltas en atención al Principio de Oralidad, con las pruebas aportadas y una buena 
fundamentación sobre la reparación civil, el Juez penal tiene la obligación de determinar un monto 
considerable para el resarcimiento de ese daño causado, y dar así un estricto cumplimiento de lo que 
comprende el artículo 92 del Código Penal. 
Anexo 3: Instrumento de recolección de datos 
Guía de Entrevista  
  
INVESTIGADOR:   
TÍTULO: EL INCUMPLIMIENTO DE EJECUCIÓN DE REPARACIÓN CIVIL EN 
LOS PROCESOS PENALES POR FALTAS EN EL DISTRITO DE PUENTE 
PIEDRA, 2020  
  
DIRIGIDO AL JUEZ EXPERTO  
ENTREVISTADO: Percy Martin Gonzales Barrera  
CARGO: Juez del Juzgado Penal Liquidador de Puente Piedra  
INSTITUCIÓN: Poder Judicial   
FECHA: 06-12-2020  
  
INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 
jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay 




Como conocer las causas del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 
2020, y saber cómo ejecutarlas en forma oportuna. 
  
1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las causas del incumplimiento de la 




2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento 






Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de la ejecución de  la 
reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente 
Piedra, durante el año 2020. 
3. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con





4. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con





OBJETIVO ESPECIFICO II 
Precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la  reparación 
civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de  
Puente Piedra, durante el año 2020. 
5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la







6. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se le recorta el derecho a la 
defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para obtener una 





7. ¿A su opinión, resulta necesaria una modificación del artículo 92° del 





8. Según su experiencia, ¿Ante el pronunciamiento ínfimo de la reparación 
civil en el proceso penal por faltas, considera que se vulnera el principio 
de economía procesal, dado que el agraviado debe interponer dicha 




9. Según su experiencia, ¿Considera que el incumplimiento de la reparación 
civil se debe a la falta de impulso por parte de los agraviados respecto al 













GUIA DE ENTREVISTA 
INVESTIGADOR: 
TÍTULO: EL INCUMPLIMIENTO DE EJECUCIÓN DE REPARACIÓN CIVIL EN 
LOS PROCESOS PENALES POR FALTAS EN EL DISTRITO DE PUENTE 
PIEDRA, 2020  
DIRIGIDO AL JUEZ EXPERTO 
ENTREVISTADO: Percy Martin Gonzales Barrera  
CARGO: Juez del Juzgado Penal Liquidador de Puente Piedra 
INSTITUCIÓN: Poder Judicial   
FECHA: 06-12-2020  
INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 
jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay 
respuestas correctas o incorrectas, su opinión es lo que importa.  
OBJETIVO GENERAL 
Como conocer las causas del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 
2020, y saber cómo ejecutarlas en forma oportuna. 
1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las causas del incumplimiento de la
ejecución de la reparación en los procesos penales por faltas?
Una de las causas del incumplimiento, es la inacción de los agraviados de 
impulsar los expedientes en ejecución de sentencia debido al monto irrisorio 
de la reparación civil y otra de las causas es la gran carga procesal de los 
juzgados debido a la falta de personal acorde a gran número de expedientes 
a cargo de cada juzgado.  
2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento
de la reparación civil en los procesos penales por faltas?
Se ejecutaría de la mejor manera, siempre y cuando el agraviado de obtener 
un monto razonable sobre la reparación civil, ello daría motivo para que 
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invierta en un abogado defensor e impulse la ejecución de la misma. Por otro 
lado, el Estado contrate más personal para los órganos jurisdiccionales con 
la finalidad de que el trabajo en cuanto a la carga de expedientes sea acorde 
al número de personas.  
OBJETIVO ESPECIFICO 
Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de la ejecución de  la 
reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente 
Piedra, durante el año 2020. 
3. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
dar un buen tratamiento y valoración del daño emergente, tan igual que
un proceso civil?
Sí, porque el Juez al momento de resolver una causa e imponer una 
reparación civil debe de tener en cuenta el daño causado conforme al 
artículo 92° del Código Penal; por lo cual, este artículo le faculta al juez fijar 
el quantum de la reparación civil utilizando su capacidad jurisdiccional.  
4. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
dar un buen tratamiento y valoración del lucro cesante, tan igual que un
proceso civil?
No, porque el lucro cesante deriva de los actos jurídicos, por lo cual le 
corresponde a la vía civil, determinar el monto reparatorio. En los procesos 
penales por falta, el monto de la reparación civil se determina 
conjuntamente con la pena.  
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OBJETIVO ESPECIFICO II 
Precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la  reparación 
civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente Piedra, 
durante el año 2020. 
5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la
parte agraviada de fundamentar los daños causados?
No, el principio de inmediación tiene que ver con el contacto directo entre el 
juez y el procesado, este principio de inmediación se aplica específicamente 
para el imputado. El agraviado puede fundamentar por escrito el daño 
causado.   
6. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se le recorta el derecho a la
defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para obtener una
verdadera valoración de los daños causados en el proceso penal por
faltas?
No, porque el Juez garantiza su cumplimiento al derecho del agraviado, 
conforme lo señala el artículo 92° y 93° del Código Penal, en este caso se 
establece que en los procesos por faltas contra la persona, la reparación civil 
se determina conjuntamente con la pena y es un derecho de la víctima; y, 
para ello el agraviado debe justificar su pretensión resarcitoria el cual será 
valorado, el Juez aplicará el criterio de proporcionalidad para fijar un monto 
prudente, como reparación civil, teniendo en cuenta el daño causado a la 
víctima.  
7. ¿A su opinión, resulta necesaria una modificación del artículo 92° del
código penal, para el cumplimiento estricto de la reparación civil?
Explique.
No, el Código Penal es un código sustantivo y su eficacia determina las 
reglas de cómo debe seguir el proceso y la eficacia no depende del artículo 
92°; lo que debería modificarse es el proceso por faltas ya que es deficiente 
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y precaria su regulación normativa en cuanto a la reparación civil, por medio 
del Principio de Oralidad e Inmediación dentro del Proceso Penal.  
8. Según su experiencia, ¿Ante el pronunciamiento ínfimo de la reparación
civil en el proceso penal por faltas, considera que se vulnera el principio
de economía procesal, dado que el agraviado debe interponer dicha
pretensión en una vía similar satisfactoria?
No, toda vez que el Juez en el proceso penal por faltas es un Juez 
conciliatorio; siendo que propicia a que las partes concilien respecto a la 
solución de sus problemas toda vez que no son graves y el restablecimiento 
de su paz es posible, mediante la cual ambas partes están de acuerdo, 
terminando el Litis. El proceso penal en faltas se resuelve en el acto, por 
economía procesal conviene al juzgador declarar consentida en el mismo 
acto de audiencia, la resolución de homologación de conciliación y acuerdo 
reparatorio.   
En el caso de que su raciocinio este obnubilado por el malestar que se le ha 
causado al agraviado y no se llegue a un acuerdo conciliatorio, se emita una 
sentencia  y el agraviado no esté de acuerdo con el monto de la reparación 
civil o en el caso de que  se exima de la pena al procesado, a salvo queda su 
derecho del agraviado de acudir a la vía civil para su reclamo conforme al 
artículo 12.3 del Código Procesal Penal y demandar su pretensión mediante 
el cual el juzgador evaluará si resulta procedente o contrario sensu por la 
cuantía no resultaría razonable para el agraviado.  
9. Según su experiencia, ¿Considera que el incumplimiento de la reparación
civil se debe a la falta de impulso por parte de los agraviados respecto al
costo beneficio?
Sí, debe tenerse en cuenta que el agraviado no tiene conocimientos de 
derecho y como iniciar la ejecución de la reparación civil a su favor, por 
tanto, la contratación de un letrado le genera un gasto que en su mayoría 
supera el monto fijado como reparación civil.   
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Nombre del entrevistado Sello y Firma 
PERCY MARTIN GONZALEZ BARRERA 
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GUIA DE ENTREVISTA 
 
INVESTIGADOR:  
TÍTULO: EL INCUMPLIMIENTO DE EJECUCIÓN DE REPARACIÓN CIVIL EN 
LOS PROCESOS PENALES POR FALTAS EN EL DISTRITO DE PUENTE 
PIEDRA, 2020 
DIRIGIDO A LA JUEZA EXPERTA 
ENTREVISTADO: Jesús Gladys Floreano Reyes 
CARGO: Juez del Primer Juzgado de Paz Letrado de Puente Piedra 
INSTITUCIÓN: Poder Judicial  
FECHA: 06/12/2020 
 
INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 
jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay 







1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las causas del incumplimiento de la 
ejecución de la reparación en los procesos penales por faltas? 
 
Lo que se evidencia en los procesos por faltas ante el incumplimiento de la 
ejecución en la reparación civil, es el desinterés por parte de los agraviados, y 
ello se debe a los montos diminutos que la judicatura dispone sin tomar en 
cuenta que al ser una pretensión civil dentro del proceso penal, debiera darse 
lugar a la valoración del daño emergente y del lucro cesante. 
 
2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas?  
 
Como conocer las causas del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 




Se ejecutaría de forma oportuna, si es que los Jueces de Paz Letrado 
realizaran una valoración en conjunto del daño emergente y el lucro cesante 
sobre la pretensión civil dentro de dicho proceso, teniendo en cuenta lo que se 









3. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por faltas 
al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con dar un 
buen tratamiento y valoración del daño emergente, tan igual que un proceso 
civil? 
No, porque únicamente nos remitimos a la incapacidad otorgada por el 
Médico Legista, o quien haga sus veces, en el caso de faltas dolosas o 
maltrato, y el caso de hurto y daño, de acuerdo a la valoración de lo dañado o 
hurtado (restitución del bien), y siempre y cuando no supere la remuneración 
mínima vital. Dicho quantum es irrisorio, pues no se totaliza el daño 
emergente provocado como en un proceso civil. En el proceso civil se 
cuantifica y se valora el daño considerando los elementos de la 
responsabilidad civil: Hecho dañoso, factor de atribución, la relación de 
causalidad y el daño en si producido, y luego se cuantifica, elementos que no 
son analizados en los procesos por faltas. 
 
4. ¿Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por faltas 
al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con dar un buen 
tratamiento y valoración del lucro cesante, tan igual que un proceso civil? 
 
No, porque no se analiza la ganancia o provecho que deja de reportarse a 
consecuencia del daño causado. 
 
Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de la ejecución de 
la reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente 
Piedra, durante el año 2020. 
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5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de 
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la parte 
agraviada de fundamentar los daños causados? 
No, porque en un proceso penal con la nueva ley procesal penal si bien 
implica que es el Juez quien dirige el proceso, quien está presente en la 
audiencia, es decir se encuentra en contacto directo con los sujetos y con el 
objeto del proceso, y si se exige que acredite los daños causados a la parte 
agraviada, porque de no haber daño no existiría la preexistencia del objeto 
dañado o lesión provocada, no es menos cierto, que la parte agraviada o los 
abogados que los representan no tienen esa cultura de realizar una buena 
fundamentación en el extremo de la reparación civil; por lo que, la judicatura 
no puede suplir la envestidura de los abogados o dicha parte para remediar el 
quantum de la reparación civil. 
 
6. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se le recorta el derecho a la 
defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para obtener una verdadera 
valoración de los daños causados en el proceso penal por faltas? 
No, porque durante el proceso penal por faltas, la parte agraviada en todo 
momento esta presente y tiene que acreditar sus daños, asimismo en la etapa 
correspondiente se le escucha y oraliza sus medios probatorios; lo que si se 
denota es que no fundamentan bien dicha reparación civil, no señalan el 
monto del daño causado y menos lo dejado de percibir ante ello. 
 
7. ¿A su opinión, resulta necesaria una modificación del artículo 92 del código 
penal, para el cumplimiento estricto de la reparación civil? Explique. 
No, debido a que dicho artículo va ganando fuerza, como es el caso de que no 
resulta necesario que se condene al imputado, o que prescriba la acción 
 
Precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la 
reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de 
Puente Piedra, durante el año 2020. 
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penal, porque ello en el caso de proceso por faltas la absolución penal no 
impide que se exija un monto como reparación civil dentro del mismo proceso; 
por tanto, las reformas deben darse en la parte procesal, esto es, la exigencia 
a que los agraviados fundamenten su pretensión de reparación civil y que el 
Juez penal haga una verdadera valoración de la misma, en atención que el 
propio Código Procesal Penal lo permite por medio de la Audiencia única y en 
dicho acto con la utilización del Principio de Oralidad e Inmediación. 
8. Según su experiencia, ¿Ante el pronunciamiento ínfimo de la reparación civil
en el proceso penal por faltas, considera que se vulnera el principio de
economía procesal, dado que el agraviado debe interponer dicha pretensión
en una vía similar satisfactoria?
Si, porque considero que debe hacerse todo en un solo proceso, y no esperar
que el proceso penal sea culpable para que recién accione un proceso por
indemnización por daños y perjuicios en la vía civil, con lo cual ocasiona
pérdida de dinero y tiempo para el agraviado.
9. Según su experiencia, ¿Considera que el incumplimiento de la reparación civil
se debe a la falta de impulso por parte de los agraviados respecto al costo
beneficio?
Si, en el proceso por faltas muchas veces los agraviados no impulsan el
proceso, y no promueven a que el sentenciado cumpla con la reparación civil,
porque es más costoso tener que pagar una defensa técnica para lo que fijan
respecto al monto que obtienen como reparación civil.
Nombre del entrevistado Sello y Firma 
Jesús Gladys Floreano Reyes 
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GUIA DE ENTREVISTA 
INVESTIGADOR: 
TÍTULO: EL INCUMPLIMIENTO DE EJECUCIÓN DE REPARACIÓN CIVIL EN 
LOS PROCESOS PENALES POR FALTAS EN EL DISTRITO DE PUENTE 
PIEDRA, 2020 
DIRIGIDO AL FISCAL EXPERTO 
ENTREVISTADO: Darwin Gabriel Gutiérrez Taipe. 
CARGO: Fiscal Adjunto Provincial Penal  
INSTITUCIÓN: Ministerio Público – Fiscalía de la Nación 
FECHA: 04/12/2020 
INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 
jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay 




1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las causas del incumplimiento de la
ejecución de la reparación en los procesos penales por faltas?
Dentro de las causas del incumplimiento, por un lado tenemos que ello se 
debe a que los agraviados no impulsan sus expedientes debido a que no 
genera un monto resarcitorio relevante y por otro lado, se debe a que el 
aparato judicial tiene una excesiva carga procesal que imposibilita su pronta 
ejecución. 
2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento de
la reparación civil en los procesos penales por faltas?
Como conocer las causas del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 
2020, y saber cómo ejecutarlas en forma oportuna.
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Para ello, resultaría satisfactorio para el agraviado al ostentar una buena 
cantidad pecuniaria sobre la reparación civil para que le pongan interés a 
impulsar sus expedientes o que tengan un monto a favor e invertir en abogado 
para el impulso del mismo. En definitiva, sería factible que el Estado asigne 
partidas al aparatado judicial para que contraten más personal, debido a que 
se evidencia un trabajo sobre humano de números de expedientes frente a 
recurso humano.  
OBJETIVO ESPECIFICO 
3. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
dar un buen tratamiento y valoración del daño emergente, tan igual que un
proceso civil?
No, si bien la búsqueda de la verdad en el proceso penal por faltas se debe a 
la imputación de la responsabilidad del acusado y las consecuencias sobre 
esa acción, es en esa línea que los Jueces no valoran o muy poco valoran el 
quantum de la reparación civil, y lo hacen de manera simbólica; por tanto, no 
desarrollan técnicamente la valoración del daño emergente como sí lo hacen 
en el Proceso Civil.  
4. ¿Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
dar un buen tratamiento y valoración del lucro cesante, tan igual que un
proceso civil?
Siguiendo la narrativa de la pregunta anterior, el Juez penal no se pronuncia 
técnicamente sobre el quantum de la reparación civil sobre la valoración del 
lucro cesante como sí lo hace o desarrolla el Juez civil.  
Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de la ejecución de 
la reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente 
Piedra, durante el año 2020. 
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5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de 
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la parte 
agraviada de fundamentar los daños causados? 
Considero que sí, de manera específica sobre la exigencia que el Juez debe 
indicar a la parte agraviada o en su oportunidad al abogado de esta, que 
fundamente de manera técnica la reparación civil, y así lograr una valoración 
acorde o significativa a la pretensión accesoria sobre dicho proceso.  
 
6. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se le recorta el derecho a la 
defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para obtener una 
verdadera valoración de los daños causados en el proceso penal por 
faltas? 
Hoy en día el Principio de Oralidad ha tomado más fuerza en los procesos 
penales y civiles; por tanto, considero que si se recorta el derecho a la defensa 
y más aún al Principio de Oralidad, en el sentido, que el Juez debe de exigir a 
la parte agraviada o al abogado que patrocina en realizar una fundamentación 
en el extremo de la reparación civil, para que en respuesta el Juez penal emita 
un fallo razonable respecto al quantum de la reparación civil.  
 
7. ¿A su opinión, resulta necesaria una modificación del artículo 92 del código 
penal, para el cumplimiento estricto de la reparación civil? Explique. 
No, lo que se debe implementar es un ajuste del Proceso Penal por faltas, 
dado que actualmente es una suerte de Proceso inmediato con roses del 
Nuevo Código Procesal Penal; sin embargo, lo que se necesita es una 
exigencia por parte del Juez para que la agraviada o el abogado de dicha 
parte fundamente el quantum de la reparación civil, para que posteriormente 
se dé estricto cumplimiento de la misma. 
 
Precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la 
reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de 
Puente Piedra, durante el año 2020. 
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8. Según su experiencia, ¿Ante el pronunciamiento ínfimo de la reparación
civil en el proceso penal por faltas, considera que se vulnera el principio de
economía procesal, dado que el agraviado debe interponer dicha
pretensión en una vía similar satisfactoria?
Sí, porque para abordar el Principio de economía procesal no solo se cataloga 
dentro de un mismo proceso, máxime se debe de tomar en consideración de 
todo el aparato judicial, atendiendo que si en un proceso penal por faltas en el 
cual participan los mismos involucrados que en un proceso civil, cambiando 
los términos como, imputado – demandado, agraviado – demandante; se 
ahorraría tiempo y dinero al Estado en atender dichas causas con mayor 
énfasis que es la búsqueda de la verdad y de manera complementaria con una 
cantidad pecuniaria que represente la reparación civil, y que esta sea 
igualmente satisfactoria que un proceso civil. 
9. Según su experiencia, ¿Considera que el incumplimiento de la reparación
civil se debe a la falta de impulso por parte de los agraviados respecto al
costo beneficio?
Definitivamente que sí, dado que la gran mayoría de veces la responsabilidad 
del impulso proceso en etapa de ejecución se debe a los agraviados y que ello 
pierde fuerza debido a que no resulta beneficioso para esta parte invertir con 
el patrocinio de abogado por los montos irrisorios que la gran mayoría de 
jueces penales determinan sobre la reparación civil.   
Nombre del entrevistado Sello y Firma 
Darwin Gabriel Gutiérrez Taipe. 
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GUIA DE ENTREVISTA 
INVESTIGADOR: 
TÍTULO: EL INCUMPLIMIENTO DE EJECUCIÓN DE REPARACIÓN CIVIL EN 
LOS PROCESOS PENALES POR FALTAS EN EL DISTRITO DE PUENTE 
PIEDRA, 2020 
DIRIGIDO A LA ABOGADA EXPERTA 
ENTREVISTADO: Cynthia Katherine Escobedo Guevara 
CARGO: ABOGADA 
INSTITUCIÓN: Abogada Experta  
FECHA: 04/12/2020 
INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 
jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay 




1. Según su experiencia, ¿Cuáles son las causas del incumplimiento de la
ejecución de la reparación en los procesos penales por faltas?
Lo que sucede en común, es que hay falta de preocupación por los 
agraviados en impulsar sus procesos y ello se debe a que el monto de la 
reparación civil es diminuto, y otro de las grandes causas es que el Poder 
Judicial tiene excesiva carga procesal en realizar dicho impulso procesal por 
la falta de personal frente a tanta carga de expedientes a su cargo. 
2. En su opinión, ¿Cómo se ejecutaría de forma oportuna el cumplimiento de
la reparación civil en los procesos penales por faltas?
Como conocer las causas del incumplimiento de la ejecución de la 
reparación civil en los procesos penales por faltas en el Distrito de Puente Piedra, 
2020, y saber cómo ejecutarlas en forma oportuna.
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El Juez penal al momento de sentenciar y pronunciarse en el extremo de la 
reparación civil debe realizar una valoración con los elementos que 
comprenden una responsabilidad extracontractual, en atención de considerar 
el daño emergente y el lucro cesante, y con ello acrecentar el monto 
resarcitorio, que generaría interés en la parte agraviada y realice el impuso 
respectivo. 
En esa misma línea, es de considerar que el aparato judicial debe contar con 
una mejor composición en número de personal jurisdiccional para que el 
trámite y la ejecución de los procesos judiciales y en especial la ejecución de 
la reparación civil, sean más céleres. 
Finalmente, de ser el caso realizar apercibimientos y revocar ante el 
incumplimiento. 
OBJETIVO ESPECIFICO 
3. Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
dar un buen tratamiento y valoración del daño emergente, tan igual que un
proceso civil?
En su mayoría los jueces penales buscan resolver la inculpabilidad o la 
culpabilidad del imputado; por lo que, no realizan una debida valoración del 
daño emergente; muy por el contrario, sería factible que si lo hicieran para 
que los agraviados le pongan mayor énfasis o interés en la ejecución de la 
reparación civil.   
4. ¿Según su experiencia, ¿Considera que el Juez en un proceso penal por
faltas al momento de emitir el quantum de la reparación civil cumple con
Determinar las razones del por qué se da el incumplimiento de la ejecución de 
la reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de Puente 
Piedra, durante el año 2020. 
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dar un buen tratamiento y valoración del lucro cesante, tan igual que un 
proceso civil? 
El juez penal no cumple con dar un tratamiento y valoración del lucro cesante 
tan igual que el Juez civil, dejando en claro que no hay norma que prohíba 
ello, si bien el artículo 92 del Código penal ampara la reparación civil, no es 
menos cierto que este concepto está comprendido dentro del concepto general 
de indemnización; por lo que, su debida operatividad dentro del desarrollo de 
la audiencia resultaría necesaria que el agraviado sustente dicho pedido para 
que el juez en su oportunidad opte por una decisión acorde a los daños.  
OBJETIVO ESPECIFICO II 
5. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se vulnera el Principio de
Inmediación en el Proceso Penal por faltas, ante la no exigencia a la parte
agraviada de fundamentar los daños causados?
Considero que sí, dado que el Juez al realizar la búsqueda de la verdad sobre 
la falta penal, tiene pleno conocimiento sobre los daños de manera directa en 
contacto con las partes del proceso; por tanto, debería exigir a la parte 
agraviada que fundamente su pretensión en el extremo de la reparación civil, 
para que el Juez tenga suficientes elementos de fijar un monto considerable 
sobre dicho pedido. 
6. Según su experiencia, ¿Considera Ud., que se le recorta el derecho a la
defensa y al Principio de oralidad a los agraviados para obtener una
verdadera valoración de los daños causados en el proceso penal por
faltas?
Sí, porque de permitirse una mayor fundamentación de la reparación civil por 
medio del Principio de Oralidad, los agraviados tienen la posibilidad de 
Precisar las alternativas de solución a la ejecución oportuna de la 
reparación civil en los procesos por faltas en el Distrito Judicial de 
Puente Piedra, durante el año 2020. 
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expresar los daños con mayor énfasis y con ello al ser escuchados por el Juez 
penal, este tiene suficientes elementos para fijar un monto resarcitorio idóneo.   
7. ¿A su opinión, resulta necesaria una modificación del artículo 92 del código
penal, para el cumplimiento estricto de la reparación civil? Explique.
No, porque dicho artículo contempla de manera taxativa la reparación civil 
como efecto resarcitorio; por tanto, lo que se debe de modificar es la exigencia 
a la parte agraviada por medio del Principio de Oralidad, la fundamentación en 
audiencia sobre la reparación civil, para no tener la necesidad de solicitar ello 
en otra vía igualmente satisfactoria. 
8. Según su experiencia, ¿Ante el pronunciamiento ínfimo de la reparación
civil en el proceso penal por faltas, considera que se vulnera el principio de
economía procesal, dado que el agraviado debe interponer dicha
pretensión en una vía similar satisfactoria?
Sí, porque el Principio de economía procesal si bien es la exigencia que dentro 
del proceso se desarrolle actos o procedimientos de manera célere, máxime 
adoptando decisiones que logren la búsqueda de la verdad y en el extremo de 
la reparación civil una satisfacción por parte de los agraviados a obtener un 
monto pecuniario acorde a los daños ocasionados. 
9. Según su experiencia, ¿Considera que el incumplimiento de la reparación
civil se debe a la falta de impulso por parte de los agraviados respecto al
costo beneficio?
Si, en muchas ocasiones los agraviados no impulsan sus procesos debido a 
que el monto resarcitorio es diminuto; por lo que, al tener que pagar los 
servicios profesionales de abogado, no es conveniente para ellos continuar 
con sus procesos en ejecución, porque valgan verdades genera más gasto en 
pagar a un abogado que ver un monto pecuniario considerable. 
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Nombre del entrevistado Sello y Firma 
Cynthia Katherine Escobedo 
Guevara 
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Anexo 4: Acuerdos plenarios 
Anexo 4.1: Acuerdo Plenario N.  04-2019/CIJ-116 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 
PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 
ACUERDO PLENARIO N. 04-2019/CIJ-116 
BASE LEGAL: Artículo 433.4 del Código Procesal Penal 
ASUNTO: Absolución, sobreseimiento y reparación Civil, 
prescripción y caducidad en ejecución de sentencia en el 
proceso penal. 
Lima, diez de septiembre de dos mil diecinueve 
Los jueces supremos de lo Penal, integrantes de las salas penales Permanente, 
transitoria y Especial la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos 
1 Justicia de la República, en virtud de la Resolución Administrativa número 
1202019-P-PJ, de veintiuno de febrero de dos mil diecinueve, con el concurso del 
Centro de Investigaciones Judiciales, bajo la coordinación del señor San Martín 
Castro, realizaron el XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de los 
Jueces Supremos de lo Penal — dos mil diecinueve, que incluyó la participación 
respectiva en los temas objeto de análisis propuestos por la comunidad jurídica, a 
través del Link de la Página Web del Poder Judicial —abierto al efecto— al 
amparo de lo dispuesto en el articulo 1 16 del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial --en adelante LOPJ— y dictar Acuerdos Plenarios 
concordantes con la jurisprudencia penal. 
2 0. El XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil diecinueve se 
realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo conformada por dos fases. 
Primera: la convocatoria a la comunidad jurídica y la selección los temas del foro 
de aportes con participación ciudad a para proponer sus os materia de análisis 
que necesitan 
interpretación uniforme y la generación de una doctrina jurisprudencial para 
garantizar la debida armonización de criterios de los jueces en los procesos 
jurisdiccionales a su cargo. Segunda: la selección preliminar de temas 
alcanzados por la comunidad jurídica, designación de jueces supremos ponentes 
y fecha de presentación de ponencias respecto a las propuestas temáticas que 
presentaron los abogados y representantes de instituciones públicas y privadas. 
82 
30 . El 25 de abril último se publicaron en la página web del Poder Judicial los 
temas seleccionados para el debate identificándose ocho mociones: a. Pena 
efectiva: Principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. b. Diferencias 
hermenéuticas en los delitos de organización Criminal y banda criminal, así como 
y técnicas especiales de investigación en estos delitos. c. Impedimento de salida 
del país y diligencias preliminares. d. Absolución, sobreseimiento y reparación 
civil, así como prescripción y caducidad en ejecución de sentencia en el proceso 
penal. e. Prisión reventiva: presupuestos, así como vigilancia electrónica 
personal. f. Problemas oncursales en los delitos de trata de personas y 
explotación sexual. g. Viáticos y peculado. h. Actuación policial y exención de 
responsabilidad penal. 
co En la sesión del 28 de mayo de 2019, se seleccionaron a las personas e 
instituciones que harían uso de la palabra en Audiencia Pública.
40. Han presentado, a través de la página web del Poder Judicial, informes en
relación a la Absolución, sobreseimiento y reparación civil. Prescripción y
caducidad en ejecución de sentencia en el proceso penal, los siguientes:
l. Zoraida Avalos Rivera, Fiscal de la Nación
2. Percy García Cavero, por el Instituto de Ciencia Procesal Penal (INCIPP)
3. Sonia Raquel Medina Calvo, Procuradora de la Pública Especializada en
Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas.
4. Ingrid Díaz Castillo y Gilberto Mendoza del Maestro, docentes de la
Pontificia Universidad Católica del Perú,
5. Amado Daniel Enco Tirado, Procurador Público Especializado en Delitos
de Corrupción de Funcionarios.
6. Edgardo Salomón Jiménez Jara, abogado.
50 . La segunda etapa consistió en el desarrollo de la Audiencia Pública que se 
realizó el martes 9 de julio de 2019. Hicieron uso de la palabra: l. Amado Daniel 
Enco Tirado, Procurador Público Especializado en delitos de Corrupción de 
Funcionarios. 2. Ingrid Díaz Castillo, docente de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú. 
Acuerdo Plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 1 16 de la 
LOPJ, que faculta a las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de 
la República a pronunciar resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar 
y definir criterios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento en 
todas las instancias judiciales. 
70. Han sido ponentes los señores SAN MARTÍN CASTRO, CASTAÑEDA OTSU
y GUERRERO LÓPEZ.
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II FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
TEMAS PROBLEMÁTICOS MATERIA DE ANÁLISIS 
8. El presente Acuerdo Plenario tiene el cometido de brindar pautas
hermenéuticas claras en relación a dos temas complejos: (i) en primer lugar, los
parámetros jurídicos para la imposición de la reparación civil en caso de
absolución o sobreseimiento; y, (ii) en segundo lugar, la aplicación de la
prescripción o la caducidad respecto a la exigibilidad de la reparación civil y, en
su caso, sus respectivos límites temporales.
El factor común en ambos temas es la satisfacción de la pretensión 
indemnizatoria para la víctima, habida cuenta que un ilícito penal puede generar 
un ilícito civil. Es por ello que el artículo 92 del Código Penal —en adelante, CP— 
estatuye: "In reparación civil se determina conjuntamente con la pena", y el 
artículo 93 del CP establece que "La reparación civil comprende: I. La restitución 
del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 2. indemnización de los daños 
y perjuicios". 
90. En los debates sobre esta materia, también es trascendente —de inicio—
tener presente que, en el viejo proceso penal, se asumió restricciones para
asegurar y satisfacer en el proceso penal el objeto civil al concebírselo como una
pretensión peramente accesoria, con lo que se le puso trabas a la víctima con
merma de la garantía de tutela jurisdiccional, no obstante constituir un fin
constitucionalmente irrelevante, contemplado con el inciso 3 del artículo 139 de la
Constitución. Al respecto, ALBERTO BINDER sostiene que:
En el marco del derecho penal de tipo infraccionar, donde prima la relación 
obediencia-desobediencia, que se expresa, entre otras manifestaciones, en el 
monopolio de la acción por parte del Ministerio Público (acción pública) se 
desplaza, como hemos visto, a uno de los sujetos naturales del proceso (la 
víctima) y se presupone que toda gestión de lo público debe ser una gestión 
estatal (principio, en definitiva, de raíz totalitaria). Por eso, frente a sistemas tales 
que se han configurado desde la convocatoria pública y supuestos intereses 
generales de tipo abstractos una fuerte incorporación en la víctima y la opción de 
la idea de gestión social de bienes públicos, abre nuevas perspectivas, totalmente 
contradictorias con la tradición inquisitorial. 
10. En este sentido, GARCÍA PABLOS DE MOLINA, con cita de HASSEMER, -
citado a su vez por CUAREZMA TERÁM— puntualizó que:
desde los más diversos ámbitos del saber se ha llamado la atención sobre el 
desmedido protagonismo del delincuente y el correlativo abandono de la víctima, 
se ha dedicado exclusivamente a la persona del delincuente todos los esfuerzos 
de elaboración científica, tiempo, dinero, hipótesis, investigaciones sin 
preocuparse apenas de la víctima de los delitos". 
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11. En esa misma línea de análisis, BOVINO indicó que:
"A través de la persecución estatal, la víctima ha sido excluida por completo del 
conflicto que, se supone, representa todo caso penal. Una vez que la víctima es 
constituida como tal por un tipo penal, queda atrapada en el mismo tipo penal que 
la ha creado. Para ello, el discurso jurídico utiliza un concepto específico, el 
concepto de bien jurídico". 
12. Por su parte ZAFFARONI, Eugenio Raúl, con su reconocido sentido crítico,
acotó En el mundo penal la lesión la sufre el señor (Estado, república, monarca,
el que manda) y la víctima es solo un dato, una prueba, que si no se aviene a
serlo se la obliga y coerción incluso con el mismo trato que su ofensor. En
síntesis: el ofensor no es la persona que ofendió sino un constructo de la retórica
alquímica del derecho penal, y la víctima no es la persona ofendida, sino un dato
que es menester aportar al proceso; la víctima no es una persona, es una
prueba".
En nuestro medio, RODRÍGUEZ DELGADO refirió que: 
13."En el proceso penal, históricamente concebido como un mecanismo para la 
imposición de un castigo, la víctima no tiene papel alguno que realizar. El proceso 
se convierte, no sólo como ya se mencionó, en una tortura para el procesado, 
sino también en una tortura para la víctima. Esto debido a que a través del 
proceso se busca lograr la verdad material, lo cual en la gran mayoría de casos 
es imposible, generando tan sólo un grado de insatisfacción total en la víctima". 
140 . Es por eso que, también a nivel de la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos —en adelante, ColDH—, se han expedido 
sentencias que procuran revertir esta situación —tradicionalmente desatendida 
para las víctimas— que se reflejó usualmente en fallos (a nivel de derecho 
interno) que consignaban reparaciones civiles insignificantes, simbólicas o 
ínfimas, al punto que incluso hacían mención, ilegalmente, como factor 
determinante, la situación socioeconómica del responsable. Todo ello, a su vez, 
fue el resultado de una escasa preocupación institucional en relación al 
martirologio procesal y la justificada sensación de injusticia derivados del daño 
causado. 
15 . Asimismo, el Juez CANÇADO TRINDADE en su voto razonado en el caso C
'Niños en la Calle"1 señaló que: «[e]s el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos quien clara y decididamente ha rescatado la posición central de las 
1 ColDHs Caso de tos Niños de la Calle (Villagrán Morales y Ocros vs. Gua(emala) Reparaciones (Art. 63.1 
Convención Americana sobre Dcrcchos Humanos), Sentencia de 26 de mayo de 2001; Volo Razonado del Juez A. A. 
Cançado Trindade, Párr_ 16_ Ver además AA. CANÇADO TRINDAL)E, "Las Cláusulas Pélrcas dc la Protección
Internacional del Scr 
Humano: Ef Acceso Directo de los individuos a ta Justicia a Nivel Internacional y la intangibilidad de la Jurisdicción 
Obligatoria dc los Tribunales Internacionales de I)erechns Ilumanos", en El Sis(ema In(eramericano de Protección 
dc los Dcrcchos Humanos en cl l.lmbral del Siglo XXI-Memnria del Seminario (Noviembre de 1999), (nano l, San 
José de Cosca Rica Conc Interamericana de Derechos Humanos, 2001, pp. 3-68. 
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víctimas en el Derecho Internacional, por cuanto se encuentra orientado hacia la 
protección de la persona humana y a atender sus necesidades» 
Empero, más allá de una reflexión muy general, es de tener en cuenta que la / 
víctima es, ante todo, un sujeto de derechos, ligado a intereses civiles y 
criminales, como, asimismo, a su tranquilidad, a su vida privada y a su intimidad . 
Y, a tal fin debe orientarse tanto el Derecho en sus diversas ramas —en especial, 
civil, penal y procesal—. 
Precisamente sobre la problemática de la reparación civil y las pretensiones del 
Estado, Ingrid DÍAZ CASTILLO informó en este Pleno que: 
16."De acuerdo con el documento denominado «Información Estadística de la 
Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción de diciembre del 
2018», en la actualidad dicho órgano interviene en 40759 casos en los que 
persigue una reparación civil a favor del Estado derivada de delitos contra la 
Administración pública. Del universo de casos, 7553 se tramitan en Lima, 4636 en 
Loreto, 1695 en Puno, 1671 en Arequipa, 1474 en La Libertad, 1457 en 
Lambayeque, 1379 en Piura, 1367 en Cajamarca, 1145 en Huánuco, 1121 en 
San Martín, 1040 en Ica, 889 en Moquegua, 854 en Pasco, 765 en Apurímac, 750 
en Tumbes, 709 en Tacna, 639 en Amazonas, 580 en Madre de Dios, 522 en el 
Callao y 488 en Huancavelica [ . . .l. En cuanto a la reparación civil, el documento 
mencionado señala que el monto impuesto a diciembre del 2018 asciende a S/ 1 
638 588 128.13 (mil seiscientos treinta y ocho millones quinientos ochenta y ocho 
mil ciento veintiocho soles con trece céntimos). De este valor, se ha cobrado S/ 
92 712 223.47 (noventa y dos millones setecientos doce mil doscientos veintitrés 
soles con cuarenta y siete céntimos). Así, resta por cobrar S/ 1 545 875 904.66 
(mil quinientos cuarenta y cinco millones ochocientos setenta y cinco mil 
novecientos cuatro soles con sesenta y seis céntimos)". 
De igual manera, destacando la deuda pendiente de cobro por concepto de 
atracciones civiles a favor del Estado, refirió que: 
"A pesar de los esfuerzos realizados, cabe notar que, a diciembre de 2018, se ha 
cobrado solo el 5,65% del monto total impuesto por concepto de reparación civil 
derivado de procesos penales por delitos contra la Administración pública, 
estando pendiente el 94,35%. Esta situación no hace más que reafirmar la 
importancia de poner en marcha esfuerzos para efectivizar el cobro de las 
reparaciones civiles, evitando el uso de mecanismos destinados a imposibilitar 
dicha labor". 
170 . Por su parte el Procurador Público Especializado en delitos de corrupción de 
funcionarios, ENCO TIRADO, en la ponencia ll presentada a este Pleno apuntó 
que: 
"Según cálculos de la Contraloría General de la República, recogidos por la 
Comisión de Integridad, los corruptos le roban al Estado aproximadamente 12 mil 
millones de soles al año. 
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Cuando los casos de con-upción son judicializados y éstos terminan en 
sentencias condenatorias, el perjuicio causado al Estado se mide en la reparación 
civil fijada a favor del Estado. Según sentencias registradas a partir de los casos 
Fujimori-Montesinos, el perjuicio ocasionado al Estado a diciembre del 2018 es de 
S/l con una cantidad de 5,808 casos en ejecución de sentencia a nivel nacional. 
180 . De todo lo anterior se advierte la pertinencia de que se aborden en el 
presente Acuerdo Plenario los dos temas problemáticos indicados, referidos a la 
necesidad de garantizar la tutela jurisdiccional también para el agraviado en el 
proceso penal. Es de enfatizar, de un lado, que el artículo IX, apartado 3, del 
Título Preliminar del Código Procesal Penal prescribe que la víctima tiene 
derechos procesales autónomos de información y de participación procesal, así 
como de protección y de trato acorde con su condición; y, de otro lado, que el 
articulo I I del citado Código reconoce al perjudicado por el delito una pretensión 
propia referida a la reparación civil en concordancia con el artículo 93 del Código 
Penal—, cuya autonomía incluso se distancia del resultado del objeto penal 
(artículo 12, apañado 3, del Código Procesal Penal), de suerte que el citado 
artículo 93 del CP se vio ampliado en su objeto: la reparación civil no solo se 
impone cuando se dicta una sentencia condenatoria, sino que puede fijarse 
autónomamente. 
La víctima, en el proceso penal, tiene derechos propios, en tanto la concepción 
que asumió el Código Procesal Penal es la de erigirse en un instrumento para 
resolver conflictos sociales en los cuales la víctima es, precisamente, uno de los 
protagonistas. La víctima no solo tiene derechos económicos --como 
tradicionalmente se ha entendido—, esto es, a una reparación efectiva e integral 
por (l/ los daños infligidos por la conducta atribuida al imputado, sino también a 
una plena tutela jurisdiccional de sus derechos y concebirse su intervención y 
derechos como una protección integral garantía efectiva de su dignidad —
derechos materiales y derechos procesales—. 
En tal virtud, la víctima en sede procesal penal tiene (D el derecho a conocer de 
las actuaciones del procedimiento penal y a que se le instruyan de sus derechos; 
(ii) I derecho de participar en el proceso —en el curso de las diligencias 
procesales—, a intervenir en las decisiones que le afecten, a constituirse en actor 
civil sin cortapisa alguna, a impugnar o interponer remedios procesales y, en su 
caso, el derecho a la protección si su integridad se ve amenazada —en su 
conjunto, derecho a la protección judicial—; y, (iii) el derecho a obtener la debida 
tutela jurisdiccional de sus derechos materiales o sustantivos, que importa, 
obviamente, (1) el derecho a la verdad —a conocer lo que en efecto ocurrió y 
tener legitimidad para instarlo y reclamar por su efectiva concreción—, (2) el 
derecho a la justicia —es decir, derecho a que no haya impunidad, en tanto el 
Estado tiene la obligación constitucional de respeto y garantía plena de los 
derechos humanos— y (3) el derecho a la reparación integral. 
Esta concepción, sin duda alguna, importa replantear una serie de conceptos 
tradición ente entendidos y aplicados, y asumir una opción en pro de hacer os los 
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derechos materiales y procesales de víctima del delito, tanto del ofendido por el 
delito como por el perjudicado por él mismo. 
RÉGIMEN JURÍDICO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN EL PROCESO PENAL 
Sobre la determinación de la reparación civil, el artículo 92 del CP, modificado por 
la Ley 30838, de 4 de agosto de 2018, estatuye que "la reparación civil se 
determina conjuntamente con la pena y con un derecho de la víctima que debe 
efectivizarse durante el tiempo que dure la condena. El juez garantiza su 
cumplimiento". Esta norma contiene el principio de garantía para el sistema 
judicial de la necesidad del debido cumplimiento de la reparación civil como palde 
de la garantía de tutela jurisdiccional de la víctima. El citado precepto material se 
basa en la idea del contexto objetivo: cuando surgen en un delito pretensiones 
jurídicas patrimoniales —es lo común, diríamos nosotros— entonces es adecuado 
culminar con las pretensiones indemnizatorias de la víctima ya en el proceso 
penal, para evitar un trabajo doble, pero también para evitar decisiones 
contradictorias; con esto se tienen en cuenta los intereses de los afectados en 
una reparación. 
20.Ahora bien, la referida cláusula del Código Penal, en cuanto causa de la 
obligación de reparar, responde realmente, como enseña SAINZ-CANTERO, al 
mismo conflicto previsto en el artículo 1969 del CC: la lesión cierta a un interés 
privado e individualizable. Un daño imputable objetivamente a una conducta y 
subjetivamente al autor de esa conducta. El daño civil se manifiesta como 
conflicto de relevancia social y de especiales características a las que ha de 
responder la configuración de la (/ obligación reparatoria que como reacción se 
ordena.  
21 0. Bajo el sub título de '"inextinguibilidad de la acción civil", el artículo 100 dei 
Código Pernal prescribe que "la acción civil derivada del hecho punible no se 
extingue mientras subsista la acción penal". 
El Código Procesal Penal —en adelante, CPP— regula a la acción civil en los 
siguientes términos: 
Artículo 11. Ejercicio y contenido 
1. El ejercicio de la acción civil derivada del hecho punible corresponde al 
Ministerio Público y, especialmente, al perjudicado por el delito, Si el 
perjudicado se constituye en actor civil, cesa la legitimación del Ministerio 
Público para intervenir en el objeto civil del proceso. 
 
2. Su ámbito comprende las acciones establecidas en el artículo 93 del 
Código Penal e incluye, para garantizar la restitución del bien y, siempre 
que sea posible, la declaración de nulidad de los actos jurídicos que 
correspondan, con citación de los afectados 
 
Articulo 12 Ejercicio alternativo y accesoriedad 
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1. El perjudicado por el delito podrá ejercer la acción civil en el proceso 
penal o ante el Orden Jurisdiccional Civil. Pero una vez que se opta por 
una de ellas, no podrá deducirla en la otra vía jurisdiccional. 
2. Si la persecución penal no pudiese proseguir, ya sea que se 
disponga la reserva del proceso o se suspenda por alguna 
consideración legal, la acción civil derivada del hecho punible podrá ser 
ejercida ante el Orden Jurisdiccional 
Civil. 
3. La sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento no impedirá al 
órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del 
hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda. 
 
23. En Io que constituye una de las normas más trascendentes sobre la 
reparación civil, en la medida en que se consagra la supletoriedad del Código 
Civil —en delante, CC—, el artículo 101 del CP establece que "la reparación civil 
se rige, además, con las disposiciones practicantes del Código Civil". Esto 
significa que todo Ios que corresponde al daño derivado de la acción delictiva se 
evaluará en función a las normas sobre responsabilidad civil, puesto que, como 
se ha sostenido en el Acuerdo Plenario 6-2006/CJ-116, fundamento jurídico 7:  
Existen notas propias, finalidades y criterios de imputación distintos entre 
responsabilidad penal y responsabilidad civil, aun cuando comparten un mismo 
presupuesto: el acto ilícito causado por un hecho antijurídico, a partir del cual 
surgen las diferencias respecto de su regulación jurídica y contenido entre el 
ilícito penal y el ilícito civil. 
Ahora bien, resulta trascendente determinar el límite temporal de la factibilidad 
para hacer efectivo el reclamo y cobro de la reparación civil. Al respecto, es c ario 
mencionar que, sobre la prescripción y la caducidad, el CC dispone lo siguiente: 
Artículo 1989. La prescripción extingue la acción, pero no el derecho 
mismo. 
Artículo 2001. Prescriben, salvo disposición diversa de la ley: 
1. A los diez años, la acción personal, la acción real, la que nace de 
una ejecutoria y la de nulidad del acto jurídico. 
2. A los siete años, la acción de daños y perjuicios derivados para las 
parles de la violación de un acto simulado. 
3. A los tres años, la acción para el pago de remuneraciones por 
servicios prestados como consecuencia de vínculo no laboral. 
4. A los dos años, la acción de anulabilidad, la acción revocatoria, la 
acción indemnizatoria por responsabilidad extracontractual y la que 
corresponda contra s representantes de incapaces derivad del ejercicio 
del cargo. los quince años, la acción que proviene de prisión alimenticia. 
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Artículo 2003. La producida que el derecho la acción correspondiente. 
Artículo 2004. Los plazos de caducidad los fija la ley, sin admitir pacto contrario 
 
NATURALEZA JURÍDICA DE LA ACCIÓN CIVIL EX DELICTO 
La acción civil ex delito es ejercido dentro del proceso penal, procurando una 
reparación del daño causado por la comisión del delito. Según SAN MARTÍN 
CASTRO: 
"El delito es una especie de acto ilícito. La conducta que la ley penal califica de 
delito es a la vez fuente de obligaciones civiles si lesiona derechos subjetivos o 
intereses protegidos privados [GÓMEZ ORBANEJA/HERCE QUEMADA. [ . . .l La 
acción, en rigor, no es ex delito, sino ex damno. La acción civil es independiente a 
la penal —aunque los hechos históricos coincidan en parte en su decurso natural, 
que no jurídico—, esa independencia es la que supone que la legitimación se 
establezca en atención a la acción ejercida. Así, por ejemplo, la inexistencia del 
delito, por cualquier causa, no entraña necesariamente la de la acción civil. 
Concretando estas ideas, cabe enfatizar, siguiendo a CORTÉS DOMÍNGUEZ, 
que es evidente que del delito no nace la acción civil, como tampoco hay 
obligaciones civiles que nazcan de los delitos. Esa responsabilidad no nace 
porque el hecho sea delito, sino porque el hecho produce el daño o porque el 
implica un menoscabo patrimonial a la víctima. La relación jurídica material, 
siempre, es de derecho privado y participa del carácter dispositivo de las acciones 
reguladas en la Ley procesal civil. No pierde su naturaleza civil por el hecho de 
ser ejercitada en el proceso penal y solo podrá iniciarse a instancia de parte. Su 
contenido y extensión han de calibrarse con arreglo a la normativa civil aplicable, 
siempre que no exista un pericial precepto penal que modifique su régimen. 
Asimismo, destacan COBO-VIVES, amparándose en MANTOVANI, que el daño 
resarcible, o daño civil, es distinto del que pudiera denominarse claro penal. Este 
rimo sr haya constituido por la pretensión al bien jurídico, mientras que el primero 
consiste en las pérdidas patrimoniales y en los sufrimientos de toda índole 
padecidos por la víctima Los fines de la sanción penal y de la reparación del daño 
son diferentes. En el primer caso, persiguen primordialmente, aunque no 
exclusivamente, fines preventivos -evitar futuros delitos—. Por el contrario, la 
responsabilidad civil busca únicamente reparar el daño causados a los 
perjudicados. Son, pues, dos obligaciones autónomas, con presupuestos, 
contenido y finalidades distintos. 
260. La acción civil ex delicto en el proceso penal, ejercitada por el perjudicado 
por delito o, en su defecto, por el Ministerio Público —supuesto en el que, enseña 
GIMENO SENDRA, actúa mediante legitimación derivada o por sustitución 19—, 
genera un proceso civil acumulado al proceso penal, una acumulación 
heterogénea de acciones (penal y civil), bajo propios criterios de imputación 
jurídica. El perjudicado por el delito tiene la potestad, indistinta, de incoar la 
acción civil en el proceso penal recurrir al proceso civil, como dispone el artículo 
12, apartado I, del CPP. La elación entre objeto penal y objeto civil estriba en que 
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se trata unos mismos hechos sometidos por una misma persona (dos objetos 
interrelacionados en un mismo procedimiento), a partir de los cuales se fijan las 
consecuencias jurídicas que cada Derecho material prevé, La opción de acudir a 
una u otra vía (proceso penal o proceso civil) fija, por tanto, una litis pendencia —
de ahí, que salvo excepciones legalmente previstas, escogida una vía se cierra la 
otra (artículo 12, apartados I y 2, del CPP). 
El fundamento de la denominada '"responsabilidad civil ex delicto" Io constituye el 
menoscabo material o moral producido por la actuación ilícita —las singularidades 
de antijuricidad y tipicidad específicas de lo penal en ningún caso caracterizan la 
obligación de reparar a la que nada añaden dichas circunstancias—. La 
obligación de reparar nace como consecuencia de la producción de un daño ilícito 
y atribuible al sujeto mediante el oportuno criterio de imputación. En cuanto al 
contenido de la obligación, en la responsabilidad civil pura como en la ex delicto 
lo único que se comprende es el restablecimiento del desequilibrio patrimonial 
que la infracción ha ocasionado; y, ambas responden a una única finalidad, que 
no es otra que la de atender a un interés privado como es el de reparar el 
menoscabo patrimonial o moral producido en la esfera jurídico-privada de un 
sujeto particular. Luego, la responsabilidad civil ex delicto y la extracontractual 
son una única institución, y su eje ricio importa una única acción civil, aunque con 
la posibilidad de un concurso de normas —las del Código Civil y las reguladas en 
el Código Penal—2 . 
Menciona al respecto GÓMEZ COLOMER que de todas consecuencias jurídico 
civiles que se pueden producir a causa del daño derivado de la comisión de un 
hecho punible en cuanto acción ilícita, la ley penal solamente considera que 
pueden acumularse en el proceso penal tres: la restitución de la cosa, la 
reparación del daño causado y la indemnización de perjuicios derivados de la 
comisión de ese hecho. Se trata, entonces, de las prestaciones estrictamente 
necesarias para reparar el daño causado a los particulares. 
La acción penal y la acción civil derivadas del hecho delictivo tienen una 
indudable autonomía, sin que por tanto la respuesta penológica de la norma penal 
condicione ni afecte, en su caso, ni la existencia ni a la cuantía de la 
correspondiente obligación indemnizatoria. Por consiguiente, la responsabilidad 
civil "ex dclicto"9 cualquiera que sea la vía procesal elegida para su reclamación 
no exige para su efectividad que la prueba de la existencia del daño o del 
perjuicio causados por los hechos perpetrados22 . Incluso, como el Código 
Procesal Penal reconoce, la perspectiva civil del hecho objeto del proceso permite 
apreciar y calificar sus efectos que los mismos se deriven de manera plenamente 
autónoma, ya que fuera del supuesto de declaración de que el hecho no existió, 
esto es, salvo el caso de aclararse probado que el acto o la omisión no existió 
objetivamente, el órgano jurisdiccional tiene facultad no solamente para 
encuadrar el hecho específico en el ámbito de la culpa extracontractual, sino 
2 ARNAIZ SERRANO, AMAYA: Las partes civiles roceso penal, E lorial irant Io Blanch, Valencia, 2006, pp-61-67. 
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también para apreciar las pruebas obrantes ( den juicio y sentar sus propias 
deducciones en orden a la realidad fáctica23 
En cuanto a los eritgri0$ dg imputación eivil, se tiene: (i) que la tipicidad, que 
constituye el presupuesto esencial para que surja la responsabilidad penal, falta 
por completo en la responsabilidad civil ex delicto; (ii) que si bien la antijuricidad 
es presupuesto ineludible en ambas clases ilícitos, la concurrencia de la tipicidad 
en la infracción penal y su ausencia en el ilícito civil determina que en cada una 
de esas disciplinas jurídicas la contrariedad al derecho tenga un significado 
distinto —en Derecho civil basta la acusación de un daño en intereses jurídicos 
ajenos. 
la concurrencia de dolo o culpa constituye presupuesto común, pero no 
imprescindible, de la responsabilidad civil derivada del delito -el Código Civil 
prevé casos de inculpabilidad en los que la obligación privada se mantiene, otros 
en los que la responsabilidad civil recae en persona distinta a la que cometió el 
delito, y finalmente en los que se recogen próximos a la responsabilidad 
objetiva—; (iv) la punibilidad implica, precisamente la posibilidad potencial de 
aplicar una pena, nunca una sanción civil; y, (v) en lo respecta a los presupuestos 
de la responsabilidad privada, el único factor esencial para que concuna el ilícito 
civil es el daño, elemento que, por el contrario, no está siempre presente en el 
ilícito penal24. 
4. PRIMERA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA: ABSOLUCIÓN, SOBRESEIMIENTO 
Y REPARACIÓN CIVIL 
270. El artículo 12, parrafo 3, del Código Procesal Penal, define un marco de 
autonomía para el ejercicio de la acción civil con delicto respecto de la acción 
penal. Señala, sobre el particular, que "La sentencia absolutoria o el auto de 
sobreseimiento no impedirá al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción 
civil derivada del hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda". El titular 
de la acción civil es el perjudicado por el hecho ilícito, es decir, el que sufrió el 
daño respectivo, como acota el artículo I I del Código Procesal Penal, El 
Ministerio Público, en estos casos, tiene una legitimación derivada o por 
sustitución procesa25 Por tal razón, es que el artículo I, numeral I, del citado 
Código estipula que, si el perjudicado se constituye en actor civil, cesa la 
legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del proceso". 
28. Como se trata de una acción civil, de derecho privado, rige el principio de 
organización o dispositivo. Solo puede mediar un pronunciamiento civil en la 
resolución judicial si ha sido pedida por la parte legitimada (artículo 98 del Código 
Procesal Penal). Empero, en caso de sobreseimiento, si no existe actor civil 
constituido en autos, es evidente, al mediar distintos criterios de imputación para 
definir la irresponsabilidad civil, que corresponde, previamente, instar al Fiscal —
si no Io hubiera hecho— una definición específica sobre este ámbito —no se le 
obliga que requiera una reparación civil, sino que se pronuncie sobre ella—. 
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Recuérdese que se trata de una acumulación heterogénea de acciones, penal y 
civil —salvo renuncia expresa del perjudicado por el daño o su precisa indicación  
de que accionará en la vía civil en un proceso independiente—, por lo que es 
pertinente exigir que la requisitoria del fiscal, si no se incorporó el perjudicado 
como actor • vil, sea integral; esto es, comprenda lo penal y lo civil. En caso 
exista actor civil instituido con autos, ante el requerimiento no acusatorio, y más 
allá de la oposición que pueda plantear contra este ámbito del proceso 
jurisdiccional, tendrá que decírselo, igualmente, un pronunciamiento expreso 
acerca del objeto civil, para cometerlo a contradicción. 
290 . La garantía de tutela jurisdiccional de la víctima debe ser respetada en el 
proceso penal, bujo un sistema como el francés —que sigue nuestro Código 
Procesal Penal— que prevé el proceso civil acumulado al penal. Lo que el nuevo 
Estatuto Procesal matiza es que el Fiscal es, como se apuntó, un sustituto 
derivado que solo intervendrá en el objeto civil cuando el perjudicado decide 
totalmente no introducir la pretensión civil o indica expresamente que genera la 
acción civil un proceso civil aparte (artículo 12, apartado 1, del Código Procesal 
Penal). Por ende, salvo estas excepciones, el ejercicio de la acción civil derivada 
del hecho punible corresponde al Ministerio Público (artículo l l, apartado l, 
primera oración, de) Código Procesal Penal). 
Es obvio que, si no existe actor civil constituido en autos, la legitimación activa la 
tiene el Ministerio Público. Por ello, en su requerimiento —acusatorio o no 
acusatorio— debe incorporar una sección dedicada al objeto civil. Corresponde al 
juez, como titular de la función jurisdiccional y garante del cumplimiento de los 
presupuestos procesales respectivos, examinar la requisitoria escrita del fiscal y, 
en su caso, de oficio, devolverla si falta un planteamiento explícito sobre este 
ámbito civil. Es claro que, si el fiscal pide una reparación civil, a pesar del 
requerimiento de sobreseimiento, debe ofrecer la prueba pertinente para su 
actuación, bajo el principio de contradicción, en el juicio oral. 
No existen mayores inconvenientes cuando la requisitoria escrita del fiscal es 
acusatoria. Si el perjudicado no se constituyó en actor civil, el fiscal debe 
introducir motivadamente la pretensión civil (causa de pedir y petición), con la 
solicitud probatoria que corresponda —el derecho indemnizatorio de la víctima 
debe ser garantizado en todo momento—. El órgano jurisdiccional garantizará un 
debate contradictorio al respecto y en la sentencia, así emita una absolución 
penal, también debe pronunciarse sobre el objeto civil; no hacerlo importará una 
vulneración del principio de exhaustividad. 
300 . No es obstáculo a todos estos efectos que no existan reglas más precisas en 
el Código Procesal Penal. Este Cuerpo de Leyes, unido al Código Penal, 
incorporó dos directivas legales fundamentales: (i) la autonomía de la acción civil 
frente a la penal; y, (ii) la necesidad de un pronunciamiento expreso sobre la 
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materia. Se reconoce, por tanto, la posibilidad real de que pese a un 
sobreseimiento o una absolución — los diferentes criterios de imputación del 
Derecho penal y el Derecho Civil— corresponda imponer una reparación civil. 
con el grupo, en la audiencia preliminar respectiva, será de rigor cuidar q las 
partes se pronuncien sobre el particular y, en su caso, que se ofrezcan las 
pruebas que correspondan (pruebas y contrapruebas) —función de saneamiento 
procesal propia de la etapa intermedia—. Es necesario, como ya se indicó, un 
pedido expreso de la parte legitimada, un trámite contradictorio y una decisión 
específica del órgano jurisdiccional sobre el objeto civil, al igual que sobre el 
objeto penal. 
colegiado, corresponderá decidir al Juez Penal competente según la entidad de) 
delito acusado (confróntese.: artículo 28, numerales I y 2, del CPP). Empero, si 
clausurada la pretensión penal tras el auto de sobreseimiento y, por tanto, 
admitida y declarada procedente, cuando sea de rigor, la pretensión civil en la 
etapa intermedia —con la definición de los medios de prueba que deberán 
actuarse—, es de reiterar que en el acto oral solo se debatirá —actuación 
probatoria y alegación sobre ella— la pretensión civil —con la intervención como 
parte demandante del actor civil o, en su defecto, del Ministerio Público, según 
correspondiere—. En estos casos la competencia funcional siempre estará a 
cargo del Juez Penal Unipersonal, que es la pauta seguida en la justicia civil: solo 
un juez conoce en primera instancia de la pretensión civil. 
5. SEGUNDA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA: PRESCRIPCIÓN V CADUCIDAD
EN EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN EL PROCESO PENAL
320. La prescripción y la caducidad son instituciones de derecho sustantivo, en
virtud de las cuales, por el transcurso del tiempo, se generan diversos efectos
jurídicos. Ambos institutos están regulados en el Libro VIII del CC.
330 . La prescripción es una institución jurídica mediante la cual una persona se 
libera de obligaciones o adquiere derechos por el transcurso del tiemp03 . La / 
caducidad, en cambio, es «aquel instrumento mediante cl cual cl transcurso del 
tiempo extingue el derecho y la acción correspondiente en razón de la inacción de 
su titular durante el plazo prefijado por la ley o la voluntad dc los 
3 Pozo, JOSÉ y PRA00 SALOARRIAGA& ViCTOR: Manual de derecho penal T ll. 'Ita ed„ Editorial IDEMSA, 
Lima. p. 421. 
27 Dl, Felipe y CASTILLO FREYRE. Mario: "'Todo prescri o caduca, a menos que la ley señale Io con
En Revista Derecho y Sociedad, 23, 267-274. Recuperado dc 
up:/fievistas.pucp.edu.pc/index.php/dcrechoysociedad/article/viewFile/1 895/1 202. En esta misma finea, 
Sentencia Casatoria, Sala Civil, 1237-2006/La Libertad. publi ada El Peruauno de 3 de oct bre de 2006. Ídem. p. 
271.
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340. Ahora bien, respecto a la prescripción de la acción civil derivada de una acción penal, SAN
MARTÍN CASTRO asevera que31 0 . La competencia funcional para definir, con la
intervención de las partes legitimadas, las bases de la pretensión civil —
admisibilidad y la admisión de los medios de prueba corresponden, como es
lógico, al Juez con la Investigación Preparatoria en cuanto tiene el señorío de la
etapa intermedia. Acto seguid decisión acerca de la fundabilidad o no d I
reparación civil incumbe al es Penal en el curso de la audiencia correspondiente.
Si el Fiscal introdujo la pretensión penal y la pretensión colegiado, corresponderá
decidir al Juez Penal competente según la entidad de) delito acusado
(confróntese.: artículo 28, numerales I y 2, del CPP). Empero, si clausurada la
pretensión penal tras el auto de sobreseimiento y, por tanto, admitida y declarada
procedente, cuando sea de rigor, la pretensión civil en la etapa intermedia —con
la definición de los medios de prueba que deberán actuarse—, es de reiterar que
en el acto oral solo se debatirá —actuación probatoria y alegación sobre ella— la
pretensión civil —con la intervención como parte demandante del actor civil o, en
su defecto, del Ministerio Público, según correspondiere—. En estos casos la
competencia funcional siempre estará a cargo del Juez Penal Unipersonal, que es
la pauta seguida en la justicia civil: solo un juez conoce en primera instancia de la
pretensión civil.
5. SEGUNDA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA: PRESCRIPCIÓN V CADUCIDAD
EN EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN EL PROCESO PENAL
320. La prescripción y la caducidad son instituciones de derecho sustantivo, en
virtud de las cuales, por el transcurso del tiempo, se generan diversos efectos
jurídicos. Ambos institutos están regulados en el Libro VIII del CC.
330 . La prescripción es una institución jurídica mediante la cual una persona se 
libera de obligaciones o adquiere derechos por el transcurso del tiemp04 . La / 
caducidad, en cambio, es «aquel instrumento mediante el cual el transcurso del 
tiempo extingue el derecho y la acción correspondiente en razón de la inacción de 
su titular durante el plazo prefijado por la ley o la voluntad de los 
340. Ahora bien, respecto a la prescripción de la acción civil derivada de una
acción penal, SAN MARTÍN CASTRO asevera que los plazos de prescripción de
la acción civil y la acción penal no son iguales, lo que confirma su diversa
naturaleza. Es más, los dos tienen regulaciones normativas propias —la primera,
fija un plazo único de dos años, según el artículo 2001.4 del CC; mientras que la
segunda, supedita la prescripción al tiempo máximo de la pena privativa de la
4 Pozo, JOSÉ y PRA00 SALOARRIAGA& ViCTOR: Manual de derecho penal T ll. 'Ita ed„ Editorial IDEMSA, 
Lima. p. 421. 
27 Dl, Felipe y CASTILLO FREYRE. Mario: "'Todo prescri o caduca, a menos que la ley señale Io con
En Revista Derecho y Sociedad, 23, 267-274. Recuperado dc 
up:/fievistas.pucp.edu.pc/index.php/dcrechoysociedad/article/viewFile/1 895/1 202. En esta misma finea, 




libertad—. En todo caso, la acción civil derivada de un hecho punible no se 
extingue; en tanto subsista la acción penal (artículo 100 del CP). Ha establecido 
la Casación Civil que cl artículo 100 del CP constituye un supuesto de 
interrupción de la prescripción extintiva, de cuyo texto se desprende que el 
derecho a la indemnización por responsabilidad extracontractual no se extingue 
mientras se esté tramitando la acción penal correspondiente29. 
 
350 . Por su parte, DÍAZ CASTILLO, indica que: 
En la propia Exposición de Motivos del Código Civil actual se señala J: "Lo la 
prescripción extingue no es la acción sino la pretensión que genera y deriva del 
derecho, La acción es un derecho subjetivo que conduce a la tutela jurisdiccional 
mediante su ejercicio y, por tanto, no prescribe, Io que debe tenerse en 
consideración para la interpretación de la norma con la que se inicia el tratamiento 
legislativo de prescripción extintiva" (REVOREDO, 2015, p. 898)5 . 
36 0. Según ARIANO DEHO: En contraposición con la prescripción, la caducidad 
viene configurada por el Código Civil como la extinción de un derecho, cual efecto 
automático del mero transcurso del plazo legal 61 . 
Ello implica que, en la caducidad, la extinción del derecho es automática por el 
simple transcurso del tiempo, lo que está legalmente establecido en los plazos 
específicos contemplados en el CC 32. 
370. La satisfacción de las expectativas de la víctima en un conflicto penal tiene 
relación con el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional y a la dignidad 
humana, constituyendo ambos, fines constitucionalmente relevantes. En forma 
especial en el ámbito público y en el contexto de la lucha contra la corrupción, 
resulta ser también una herramienta muy útil para su prevención. 
38 0. La diversidad de tendencias jurisprudenciales se ha producido en el actual 
contexto básicamente debido a que, mediante Resolución 144, de 12 de mayo de 
016; y la Resolución 230, de 16 de marzo de 2018, la Segunda Sala Penal 
Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima se pronunció amparando el 
pedido de prescripción y caducidad, respectivamente, de la reparación civil 
impuesta por un condenado. Se ha señalado que dicha reparación caduca 
transcurridos diez años desde la emisión de la sentencia que la impone y, 
teniendo en cuenta que el plazo de caducidad no se interrumpe, el actor civil, que 
en este caso era el Estado, no podía requerir su pago, fundamentalmente porque, 
 
5 DiA7.. I. y MENDDZA. G.: ¿Caducidad o prescripción? De la reparación civil en los de sentencias derivad•ws de 
procesos pcnalcs por delitos contra la administración pública cn cl ordenamiento juridico peruano. En Derecho 
PUCI', 82, 2019, p. 428 [En prensa] (pie de página 7). 
6 ] ARIANO DFHO, Eugenia: "Reflexiones sobre lu prescripción y lu caducidad u los treinfu uños de vigencia del 
Código Civitm . En: Rcvisla THEMIS. Revista de Derecho, revistas.pn 
n.pc/indcx.php/1hemis/article/download/12703/13256. os NG PARODI, FELIPE y CASTILLO FREYRE, ARIO citan 
plazos específicos de la caducidad: 432, 561, 27 , 450, 537, 750, 8 12, 40 1454, 240, 274, 277, 401, 414, 668, 
1 784, 1949, entre otros. Ob. Cir., pp. 26 7 1. 
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según su naturaleza dicho plazo previsto en el inciso I del artículo 2001 del 
Código Civil es un plazo de caducidad. 
De igual manera, en octubre de dos mil quince se llevó adelante un pleno 
jurisdiccional distrital en la Corte Superior de Justicia de Apurímac, en el que se 
resolvió que la prescripción de la ejecución de la reparación civil, una vez 
cumplido 
el plazo señalado por ley «debe declararse de oficio». Expuso como 
fundamentos: a) el plazo de prescripción está establecido en el artículo 2001, 
inciso 1, del CC  
en concordancia con el artículo 101 del CP que se remite a la aplicación 
supletoria del primero; b) en caso de no declararse de oficio la prescripción, se 
vulneraría el plazo razonable y se generaría carga procesal abundante e 
innecesaria por falta de interés de la víctima; c) y, los procesos en ejecución 
nunca prescribirían distrayéndose los recursos humanos del Poder Judicial. 
390 .En sentido contrario, existen también importantes pronunciamientos 
jurisdiccionales. Uno de ellos es el proferido en el II Pleno Jurisdiccional 
especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios realizado en la ciudad de 
Lima los días 17 y 18 de diciembre de 2018, en el que se impuso la primera 
ponencia consistente en que el plazo para exigir el cumplimiento de pago de la / 
reparación civil "no se puede considerar un plazo de caducidad, sino que 
constituye j un plazo de prescripción, en consecuencia, son aplicables las 
causales de interrupción y suspensión de la prescripción extintiva" . A dicha 
conclusión se arribó debido a que los plazos previstos en el artículo 2001 del 
Código Civil "son plazos referidos a la prescripción extintiva de la acción. No 
extinguen el derecho mismo, como sucede con los plazos de caducidad en los 
que se extingue el derecho y acción pertinente, sin que se admita la interrupción 
ni suspensión [. . I de conformidad con lo previsto en el inciso 8, artículo 1994 del 
CC"; además, se indica que "el plazo de caducidad es fijado por ley sin admitir 
prueba en contrario de conformidad con el artículo 2004 del CC"  
400 . Para asumir una posición al respecto, es necesario tener en cuenta, en 
primer lugar, el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales, sobre el 
cual el Tribunal Constitucional, en la sentencia 01797-2010-PA/I'C. de 15 de 
noviembre de 2010, refirió lo siguiente: El ideal de justicia material, consustancial 
al Estado Democrático y Social de Derecho, que emerge de los principios, 
valores y derechos constitucionales, requiere una concreción, no sólo con el 
pronunciamiento judicial que declara o constituye el derecho o impone la 
condena, sino mediante su efectivización o realización material, que se logra 
mediante el cumplimiento de la sentencia en sus propios términos.  
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15. El incumplimiento inmediato de un mandato judicial, por el contrario, puede
afectar no solo a quien es la parte vencedora en el proceso (esfera subjetiva),
sino también afectar gravemente a la efectividad del sistema jurídico nacional
(esfera objetiva), pues de qué serviría pasar por un largo y muchas veces tedioso
proceso si, al final„ a pesar de haberlo ganado, quien está obligado a cumplir con
e) mandato resultante, no Io cumple; por ello, en tales circunstancias, estaríamos
frente un problema real que afectaría per se el derecho fundamental a la
ejecución de los pronunciamientos judiciales, contenido de la tutela judicial
efectiva.
41 0. A nivel internacional, a propósito de la trascendencia de este tema, la CDH 
en la sentencia del caso Mejía Idrovo vs. Ecuador, de 5 de julio del 2011, 
estableció lo siguiente: 
104. "El proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho
reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho
pronunciamiento. Por tanto, la efectividad de las sentencias depende de su
ejecución. Esto último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada
otorga certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y,
por ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de
cumplimiento. Lo contrario supone la negación misma del derecho involucrado".
En el mismo sentido anotó en la CDH, del caso Acevedo Jaramillo y otros vs.
Perú, de 7 de febrero de 2006:
219. El derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento jurídico
interno del Estado Parte permite que una decisión judicial final y obligatoria
permanezca ineficaz en detrimento de una de las partes.
430 . De igual manera, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso 
Homs by vs. Grecia, del 19 de marzo de 1997, sostuvo que. este derecho (de 
impugnación) sería ilusorio si el ordenamiento jurídico interno de un Estado 
contratante permitiera que una sentencia judicial definitiva y obligatoria quedara 
inoperante en detrimento de una parte". 
En consecuencia, puede advertirse con claridad meridiana que la satisfacción de 
las prestaciones establecidas en una sentencia (garantía de ejecución) es 
esencial para el cumplimiento del principio constitucional y convencional de tutela 
judicial efectiva.  
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En virtud del principio de legalidad, el plazo previsto en el inciso I del artículo 
2001 del CC, según el cual prescriben, salvo disposición diversa de la ley, «a los 
diez años, la acción personal, la acción real, la que nace de una ejecutoria y la de 
nulidad del acto jurídico»39, de ningún modo puede ser considerado un plazo de 
caducidad. Al ser un plazo de prescripción se produce la interrupción por los 
actos de la parte agraviada tendientes a conseguir el pago efectivo del monto de 
la reparación civil de acuerdo a los supuestos de hecho contemplados en el 
artículo 1996 del CC. 
En ese sentido, en forma peculiarmente esclarecedora, ARIANO DEHO, indica 
que: 
aunque la ley no lo diga, en los casos de los incisos I y 2 del artículo 1996 el 
momento de la interrupción coincide, sin solución de continuidad, con el 
momento del reinicio del decurso prescriptorio. Un "reinicio" que puede 
sucederse cuantas veces se produzca alguna de las conductas indicadas en los 
incisos I y 2 del artículo 1996, por Io que, en buena cuenta (clarísimo en las 
relaciones obligatorias) está en las manos de los sujetos de la relación jurídica. 
460. Sobre ese tema es indudable que al emitirse una sentencia penal
condenatoria y quedar firme (consentida o ejecutoriada), el derecho a solicitar el
pago de la reparación civil por la parte agraviada no se canaliza a través de una
«acción» en el concepto procesal y común del término jurídico actualmente
aceptado (como derecho público subjetivo y abstracto de todo ciudadano para
solicitar justicia ante e! órgano jurisdiccional); sin embargo, cabe aclarar que, en
este caso, dicha palabra tiene, en ese dispositivo, la acepción de acto judicial,
respecto de la cual explica MANUEL OSORIO que constituye: la acción derivada
del juicio. En el procedimiento formulario, la correspondiente contra el
demandado que, luego de la condena en juicio, no ejecutaba voluntariamente la
sentencia del magistrado». Por la misma razón, su naturaleza es determinada
legislativamente por razones de orden úblic042.
470 . Al respecto, es necesario aclarar que la caducidad del pago de la reparación 
civil no está regulada en el proceso penal ordinario de 1940 ni en el Código 
Procesal Penal de 2004. Por tanto, no puede aplicarse un plazo legal establecido 
para la prescripción, que admite interrupciones, como uno de caducidad frente a 
una, situación fáctica no prevista legalmente para tal fin. 
480. Ahora bien, es evidente que, cuando se trata de la prescripción, no basta el
mero vencimiento del plazo legal para que se produzca el efecto extintivo, sino
que, para ello, se requiere de la «voluntad» de quien podría favorecerse con ella:
«[. . .] todo evento que manifiesta la vitalidad de la relación jurídica —
reconocimiento del derecho ajeno, intimaciones, entre otros— produce el efecto
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de 'cortar' el plazo desde el momento que llega a conocimiento de la contraparte 
de la relación jurídica 
De ahí que, en el caso de la prescripción, sea además necesaria la inacción del 
titular del derecho; en consecuencia, su interrupción depende de los supuestos 
contemplados en el artículo 1996 del Código Civil que contempla 
específicamente los supuestos fácticos para la misma, 
DECISIÓN 
49.0 En atención a lo expuesto, las salas penales Permanente, Transitoria y 
Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en el Pleno 
Jurisdiccional, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 16 de la LOPJ: 
ACORDARON 
500 . ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los 
fundamentos jurídicos 25 al 31 y 45 al 48. 
51 0. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina 
legal antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las 
instancias judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo 
párrafo del artículo 220 de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos 















Anexo 4.2: Casación  Nº 2092 – 2016. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA SALA CIVIL 
PERMANENTE 
CASACIÓN Nº 2092 - 2016 LIMA 
Indemnización por Daños y Perjuicios 
SUMILLA: Si bien en la vía penal, se puede otorgar una indemnización como consecuencia de un 
daño causado por un ilícito penal, debe considerarse la naturaleza distinta de estas dos vías, por 
lo que es posible también discutir la indemnización en la vía civil, deduciendo el monto cancelado 
en el proceso penal.   
 Lima, dieciséis de mayo de dos mil diecisiete. - 
LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE 
LA REPÚBLICA; con los expedientes acompañados; vista la causa número dos 
mil noventa y dos - dos mil dieciséis, en audiencia pública llevada a cabo en la 
fecha y producida la votación con arreglo a Ley emite la siguiente sentencia:  
I. ASUNTO
Viene a conocimiento de esta Sala Suprema, el recurso de casación interpuesto 
por el representante de la empresa Inversiones Rabla Sociedad Anónima Cerrada 
obrante a fojas setecientos veintitrés, contra la sentencia de vista contenida en la 
resolución número cinco, de fecha nueve de marzo de dos mil dieciséis, obrante a 
fojas seiscientos noventa y siete, que Confirmó la resolución apelada, que declaró 
Fundada en parte la demanda de indemnización por daños y perjuicios, 
interpuesta por Juan Carlos Augusto Osores Infante contra María Paz Martínez 
Veliz y la empresa recurrente.  
II. ANTECEDENTES:
1.DEMANDA
Mediante escrito de fecha diecinueve de octubre de dos mil diez, obrante a fojas 
ochenta y tres, Juan Carlos Augusto Osores Infante interpone demanda de 
indemnización por daños y perjuicios contra María Paz Martínez Veliz y la 
empresa Inversiones Rabla Sociedad Anónima Cerrada (en adelante la empresa), 
102 
solicitando el pago de S/.400,000.00 (cuatrocientos mil soles) como 
indemnización a título de responsabilidad civil extracontractual por los daños 
patrimoniales y extrapatrimoniales causados como consecuencia del atropello del 
cual fue víctima por el vehículo de placa de rodaje ROQ-471 de propiedad de la 
empresa codemandada, conducido por María Paz Martínez Veliz, según el 
siguiente detalle: i) por daño emergente S/. 9,421.54 (nueve mil cuatrocientos 
veintiún soles con cincuenta y cuatro céntimos), ii) por lucro cesante 
S/.105,807.24 (ciento cinco mil ochocientos siete soles con veinticuatro céntimos), 
iii) por daño personal S/. 100,000.00 (cien mil soles); y, iv) daño moral S/.
184,772.00 (ciento ochenta y cuatro mil setecientos setenta y dos soles). Como
fundamentos de su demanda alega que, el día cinco de marzo de dos mil ocho,
aproximadamente a las 02:30 horas, por la cuadra cuarenta y cuatro de la
Avenida Javier Prado Oeste, Monterrico Sur, cuando ayudaba a cambiar un
neumático del vehículo de placa de rodaje BQD-608, fue atropellado
violentamente junto con las hermanas Picón Vizconde (una de las cuales falleció
por el atropello), por el vehículo conducido por la demandada quien estaba en
estado de ebriedad. Como consecuencia, la demandada fue condenada a una
pena de cuatro.
3 años de pena privativa de libertad por los delitos de homicidio culposo y 
lesiones. Los daños producidos como consecuencia del accidente fueron: 
politraumatismo, neumotórax traumático, fractura avulsiva de espina tibial 
derecha y fracturas en cinco piezas dentales, las cuales requirieron internamiento 
hospitalario, así como tratamiento ambulatorio, y es previsible que requiera un 
tratamiento prolongado de medicina física y rehabilitación, salvo que existan 
complicaciones. En ese escenario, el nexo causal, está acreditado con la 
sentencia penal donde se estableció la responsabilidad de la demandada (que 
manejaba en estado de ebriedad y excesiva velocidad). En cuanto al daño 
emergente, alega que requiere tratamiento médico especializado en medicina 
física y rehabilitación, así como tratamiento odontológico para reponer todas las 
piezas dentales que ha perdido, todo lo cual asciende a la suma de S/. 9,421.54 
(nueve mil cuatrocientos veintiún soles con cincuenta y cuatro céntimos). En 
cuanto al lucro cesante indica que al tiempo en que fue atropellado se 
desempeñaba como asistente de gerencia, encargado de la Gerencia 
Administrativa de la empresa SICREA S.A.C. labor por la cual percibía la suma de 
S/. 2,000.00 (dos mil soles mensuales). Sin embargo, como consecuencia del 
accidente estuvo ciento un días inhabilitado y tuvieron que pasar ocho meses 
para que pudiera asumir el puesto que venía ocupando de manera transitoria. 
Añade que el cargo de Gerente Administrativo significaba un incremento 
remunerativo de hasta la suma de S/. 4,500.00 (cuatro mil quinientos soles) por 
esos seis 4 meses, incrementándose a S/. 6,000.00 (seis mil soles) a partir de 
enero del año dos mil nueve. Igualmente, indica que el lucro cesante asciende a 
la suma de S/. 105.807.24 (ciento cinco mil ochocientos siete soles con 
veinticuatro céntimos), conforme se sustenta con la pericia económica realizada 
por un perito economista judicial, así como en los memorándums de la empresa 
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SICREA S.A.C y las boletas de pago de los meses de enero y marzo del año dos 
mil ocho y julio del año dos mil nueve. Por otro lado, respecto al daño a la 
persona manifiesta que se refiere al daño causado a su cuerpo, como son las 
lesiones enunciadas en el reconocimiento médico legal, como son 
politraumatismo, neumotórax traumático, fractura avulsiva de espina tibial 
derecha y fracturas de cinco piezas dentales, las cuales con toda probabilidad 
razonada le dejarán secuelas a futuro, solicitando una indemnización de S/. 
100,000.00 (cien mil soles). Asimismo, precisa que por daño moral solicita la 
suma de S/. 184,772.00 (ciento ochenta y cuatro mil setecientos setenta y dos 
soles) daño que, al ser de naturaleza extra patrimonial, inmaterial, no se puede 
exigir pruebas para acreditar su cuantía, bastando solo con demostrar las 
circunstancias en que se produjo el hecho dañoso, para presumir la existencia del 
dolor que en su caso es en demasía por el atropello sufrido. Finalmente, alega 
que los propios demandados han establecido un punto de referencia para fijar el 
monto de la indemnización pues de la transacción extrajudicial que celebraron 
con los padres de Jennifer 5 Picón Vizconde, fallecida producto del atropello, 
acuerdan dar solución al daño causado mediante el pago de la suma de S/. 
110,000.00 (ciento diez mil soles) por el deceso de su hija, daño moral mediato, 
por lo que, refiere que se le debe de indemnizar el dolor y aflicción que ha sufrido 
y está sufriendo, daño moral inmediato, producto de las graves lesiones 
provocadas por el atropello.  
2.Contestación de la Demanda
Mediante escrito de fecha cuatro de febrero de dos mil once, obrante a fojas 
ciento ochenta y nueve, María Paz Martínez Véliz contesta la demanda alegando 
que es cierto que fue sentenciada como consecuencia del accidente de tránsito 
que se produjo, pero que el daño emergente producido como consecuencia de 
ello fue cubierto íntegramente por los seguros existentes. En cuanto al lucro 
cesante, el cálculo efectuado es bastante deficiente ya que plantea suposiciones 
de hechos futuros como si fueran ciertos. Sostiene además que el demandante 
carece de interés para obrar, puesto que, el Juez del Cuarto Juzgado Penal de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, en el Expediente N° 12326-2008, o rdenó el 
pago de una indemnización de S/. 30,000 (treinta mil soles) a favor del ahora 
demandante. Por tanto, una nueva reparación en sede civil por el mismo 
accidente es un pago indebido y sin causa justificada. Asimismo, el demandante 
tiene responsabilidad concurrente en la producción del daño, lo que está 
acreditado con el Informe Técnico N° 135-2008-DEPIAT/UIAT-G-4E, donde se 
concluye que existió una concurrencia de responsabilidad de todos los 
participantes en el evento, puesto que el demandante estaba dentro de la porción 
circulante de la vía, constituyendo ello un peligro latente, más aún, si no adoptó 
las medidas de seguridad y protección personal pertinentes, pese a que era el 
único de los agraviados que contaba con licencia de conducir, por lo que se 
encontraba en obligación de seguir las medidas de seguridad necesarias a 
efectos de evitar cualquier accidente. No obstante, ante la indicación de una de 
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las agraviadas, Yovana Solay Picón Vizconde, de colocar el triángulo de 
seguridad, este se negó a ello indicando que el tiempo para solucionar el 
problema del neumático no lo requería, conforme se advierte de la declaración 
preventiva de la referida agraviada, no cumpliendo con lo indicado en el artículo 
225 del Reglamento Nacional de Tránsito. Se añade a ello, que en el proceso 
penal ha quedado establecido que el demandante al momento del evento dañoso 
estaba bajo los efectos del alcohol (0.39 gr./lt) según se verifica de su resultado 
de dosaje etílico y al cual hace referencia el Informe Técnico. Por otro lado, solo 
ha acreditado documentadamente que gastó S/.5,826.00 (cinco mil ochocientos 
veintiséis soles), con lo cual, el saldo restante que reclama no tiene mayor 
sustento ni certeza. Además, indica que ninguno de los recibos presentados 
señala que se trate de un tratamiento efectuado al demandante, sino solo se 
indica que esta persona es la que hace los pagos, y que en todo caso no existe 
examen médico o físico alguno que determine la necesidad de efectuar dichos 
gastos. Igualmente, precisa que genera extrañeza que se presenten gastos 
médicos que no hayan sido coberturados por la póliza de seguros existente, pues 
conforme lo demuestra con la Constancia de Atención expedida por Rímac 
Seguros, todos aquellos costos médicos realizados por el actor tendrían que 
haber sido ya abonados por la empresa de seguros, como entiende ha sucedido. 
Sin embargo, nada de esto se manifiesta en la demanda, siendo concluyente la 
carta de fecha tres de abril de dos mil ocho expedida por el Jefe de Siniestros de 
Rímac, que indica que todo costo médico fue cubierto por el seguro. En cuanto, al 
monto solicitado por el demandante respecto al lucro cesante, no hay documento 
alguno, que sustente que iba a asumir la gerencia alegada desde el mes de julio 
del año dos mil ocho, entre otros hechos que se suponen en la pericia presentada 
por el demandante denominado “Metodología para el cálculo de pérdida 
económica por accidente”, en la cual constan una serie de suposiciones que no 
tienen sustento alguno. Respecto al daño a la persona indica que el demandante 
tendrá que probar que existió un proyecto de vida que fue truncado por efecto del 
accidente del cual tendría que ser materia de indemnización, lo que no ocurre en 
el presente caso, ya que viene laborando con normalidad, de manera que su 
proyecto de vida no se ha visto truncado. Añade, que con respecto al daño 
corporal estos han sido debidamente tratados, lo cual es evidente, porque 
además el demandante no los ha reclamado. Del mismo modo, refiere que de la 
propia pericia del demandante se llega a la conclusión que no existe daño actual 
alguno que se tenga que indemnizar, ya que el mismo médico señala que se 
garantiza su total recuperación, lo cual también quiere decir que no hay ninguna 
secuela, que pasado el lapso de un año haya total recuperación y que todo 
tratamiento ya terminó y fue cubierto. Por último, alega que, con respecto al daño 
moral, el actor pretende traer como referencia una transacción celebrada con la 
finalidad de indemnizar un daño integral no sólo por efecto de las lesiones, 
pretendiendo comparar la aflicción de un fallecimiento en la relación a su 
situación de salud la cual ha sido tratada de forma exitosa por su parte. Mediante 
escrito de fecha cuatro de febrero de dos mil once, obrante a fojas doscientos 
noventa y seis, el representante de la empresa Inversiones Rabla Sociedad 
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Anónima Cerrada contesta la demanda con los mismos argumentos esgrimidos 
por María Paz Martínez Véliz.  
 
3.Puntos Controvertidos  
Por resolución número trece de fecha veintinueve de setiembre de dos mil 
catorce, obrante a fojas cuatrocientos treinta, se fijó como puntos controvertidos: 
1. Determinar si se encuentran acreditadas las acciones generadoras del daño a 
la persona, del demandante. 2. Determinar si el daño alegado ha sido provocado 
por la demandada, doña María Paz Martínez Veliz y la empresa Inversiones 
Rabla S.A.C. 3. Determinar en caso se acredite que este daño ha sido causado 
por las demandadas, si corresponde a favor del demandante el monto 
indemnizatorio solicitado en la demanda.  
4.Sentencia de Primera Instancia  
Culminado el trámite correspondiente, el Juez emite la resolución de fecha 
veintisiete de mayo de dos mil quince, obrante a fojas quinientos cincuenta y uno, 
la misma que declaró fundada en parte la demanda y ordenó que los 
codemandados paguen solidariamente S/. 65,494.80 (sesenta y cinco mil 
cuatrocientos noventa y cuatro soles con ochenta céntimos) como indemnización 
por daños y perjuicios. El juez concluyó que, si bien hubo un factor contributivo 
por parte del demandante en la producción del daño, este no fue determinante; 
puesto que la condición de la codemandada (ingesta de alcohol) impidieron que 
actuara conforme a las reglas de tránsito. Señala que no puede obviarse que, 
según el Informe Técnico actuado en el proceso, en su acápite “A. Inspección 
Técnico Policial” la parte de la calzada donde ocurrió el accidente estaba en buen 
estado, sin que se advierta, que la codemandada, haya tenido algún impedimento 
para distinguir a la distancia y con la debida anticipación al demandante y las 
otras dos personas que en el momento del accidente se encontraban junto al 
vehículo estacionado por avería, que por cierto se encontraba con las luces de 
emergencia encendidas según se ha determinado en el proceso penal Nº 12326- 
2008. En cuanto al daño emergente que reclama, a folios doscientos noventa y 
tres obra la copia de la carta de fecha tres de abril de dos mil ocho, suscrita por 
Leonardo Zorrila W., Jefe de Siniestros SOAT de RIMAC SEGUROS, en la cual 
se manifiesta que todos los gastos generados a consecuencia del accidente de 
tránsito ocurrido, están siendo coberturados al cien por ciento por Rímac 
Seguros, instrumento que no ha sido tachado de falso o nulo por el demandante, 
del cual se entiende que los gastos que solicita se indemnice a título de daño 
emergente ya habrían sido, pagados por dicha aseguradora, motivo por el que 
desestima la demanda en dicho extremo. Con relación al lucro cesante, de la 
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pericia económica que sustenta ese extremo del petitorio, realizada por la perito 
judicial Mirella Alferrano D´onofrio, se advierte que la misma se basa solo en 
supuestos y no en hechos concretos que han ocurrido o que exista certeza que 
van a ocurrir en el futuro, siendo el sustento de dicha pericia solo una expectativa 
del demandante y no un hecho futuro cuya realización esté corroborada con 
prueba idónea para que esté sujeta a indemnización. La referida pericia no 
acredita el lucro cesante dejado de percibir por el demandado. Sin embargo, la 
codemandada María Paz Martínez Veliz a través de su pericia de parte que obra 
a fojas trescientos treinta y ocho a trescientos cincuenta y cuatro, reconoce a 
favor del demandante el monto indemnizatorio ascendente a S/. 12,782.00 (doce 
mil setecientos ochenta y dos soles) por concepto de lucro cesante conforme al 
cálculo efectuado por el perito Pedro Alberto Ruiz Caro, cálculo con el cual 
concuerda esta judicatura, pues se calcula una indemnización por lucro cesante 
tomando en cuenta hechos concretos durante el periodo comprendido a un año, 
tiempo que no pudo laborar por sus limitaciones físicas, por lo que es este el 
monto que deben pagar los codemandados. Referente al daño a la persona, el 
accionante solicita se le indemnice la suma de S/ 100,000.00 (cien mil soles) por 
los daños causados a su cuerpo como son las lesiones enunciadas en el 
reconocimiento médico legal adjuntado: politraumatismo, neumotórax traumático, 
fractura avulsiva de espina tibial derecha y fracturas de cinco piezas dentales, las 
cuales con toda probabilidad razonada le dejaran secuelas a futuro. En este 
extremo, del Dictamen Pericial de parte emitido por el Médico Traumatólogo 
Ricardo Enrique Ordaya Luey, se advierte las lesiones sufridas por el 
demandante, lo incapacitaron totalmente durante el lapso de cien días posteriores 
a dicho accidente, las mismas que requirieron tratamiento médico, odontológico y 
controles de ambas especialidades durante el lapso de seis meses y un año 
respectivamente, a fin de garantizar su total recuperación y que durante el lapso 
de un año a partir de la fecha del accidente, el agraviado estará limitado para 
desempeñarse en sus actividades físicas y profesionales. Sin embargo, según la 
carta de fecha tres de abril de dos mil ocho que en copia obra a fojas ciento 
ochenta y seis, los gastos referidos a dichos conceptos, han sido cubiertos por el 
Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito que aseguraba el vehículo a través 
del cual se produjeron los referidos daños al actor, no existiendo, medio 
probatorio alguno que acredite que ello no fue así, a lo cual tiene que agregarse 
que ni en el referido dictamen, ni en ningún otro medio probatorio que corra en 
autos se ha determinado que el demandante vaya a tener futuras secuelas 
producto de las lesiones que sufriera, por lo que carece de asidero la 
indemnización que solicita en este extremo. Respecto al daño moral, en el 
presente caso, están suficientemente acreditadas las lesiones provocadas al 
demandante producto del atropello sufrido, y que lo mantuvo inhabilitado para 
realizar sus actividades normales por un lapso de tiempo considerable, el cual de 
hecho ha provocado sufrimiento y angustia en la víctima ahora demandante, al 
ver su salud resquebrajada por las lesiones sufridas y por la incertidumbre de si 
podrá o no realizar sus actividades cotidianas de manera normal, pues siempre 
está latente la posibilidad de que en un futuro sufra secuelas producto del 
atropello, los cuales si bien en autos no ha quedado acreditado, sin embargo, la 
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mera posibilidad de su ocurrencia es algo que naturalmente puede angustiar a 
cualquier persona que sea víctima de un atropello, por lo que a fin de indemnizar 
el daño moral causado al demandante esta judicatura, con criterio de conciencia y 
equidad, considera que por el mismo la parte demandada pague al demandante 
una suma ascendente a S/. 60,000.00 (sesenta mil soles), a fin de resarcir el 
daño moral provocado. Finalmente señala que el monto total a indemnizar es de 
S/. 72,782.00 (setenta y dos mil setecientos ochenta y dos con 00/100 soles), sin 
embargo, en atención a que el demandante ha contribuido mínimamente al daño 
producido, debe efectuarse una disminución del diez por ciento de la 
indemnización fijada, con lo cual queda como monto a pagar la suma de 
S/.65,494.80 (sesenta y cinco mil cuatrocientos noventa y cuatro con 80/100 
soles).  
5. Recursos de Apelación
5.1 Mediante escrito de fecha once de junio de dos mil quince, obrante a fojas 
quinientos noventa y siete, María Paz Martínez Veliz interpone recurso de 
apelación, señalando que la sentencia incurre en causal de nulidad por defecto de 
motivación al no indicar nada en relación al otorgamiento de una reparación civil 
paralela en sede penal. Asimismo, precisa que la sentencia apelada yerra cuando 
determina que la reducción de la reparación debe ser del diez por ciento, no 
obstante que por daño moral establece la suma de S/. 60,000.00 (sesenta mil 
soles) equiparando dicho monto a lo indemnizado a las demás víctimas. Añade 
que el demandante ya tiene una reparación fijada y pretende obtener una nueva 
que no le corresponde, y lo cual no ha sido analizado en el presente caso. 
Además, guarda silencio sobre su propia participación en el accidente, el hecho 
de encontrarse en estado de ebriedad y no seguir las debidas acciones de 
seguridad a pesar del pedido de las co-agraviadas. Finalmente, señala que no 
entiende como si existe una reparación civil paralela, prácticamente no se hace 
una disminución del monto concedido por el mismo hecho.  
5.2. Mediante escrito de fecha once de junio de dos mil quince, obrante a fojas 
seiscientos dieciséis, Inversiones Rabla Sociedad Anónima Cerrada interpone 
recurso de apelación contra la sentencia apelada, bajo los mismos argumentos 
expuestos en la apelación interpuesta por la codemandada María Paz Martínez 
Veliz.  
5.3 Mediante escrito de fecha veintitrés de junio de dos mil quince, obrante a fojas 
seiscientos treinta y cuatro, Juan Carlos Augusto Osores Infante, interpone 
recurso de apelación alegando que los  recibos presentados ante el juzgado son 
posteriores y no fueron cubiertos por el SOAT RIMAC, pues fueron sufragados 
personalmente por el mismo. Añade, que el juez incurre en error de hecho y de 
derecho al señalar en la sentencia que en los recibos y boletas no se consigna la 
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obligación de los demandados de resarcir por los recibos y boletas adjuntados, 
toda vez que los médicos no indican en las boletas que los pagos tienen que ser 
resarcidos por el demandado. Asimismo, indica que el error de hecho consiste en 
señalar que las boletas y los recibos no son acompañados con diagnósticos y 
tratamientos. Agrega, que los demandados no adjuntan el detalle de los gastos 
cubiertos anexados a la Carta de Rímac y por el contrario dicha carta presentada 
sospechosamente es una copia fotostática. Añade que no existe ninguna póliza 
en el mundo que cubra los gastos de una persona que tenga uno punto sesenta y 
siete por ciento de alcohol, por lo que, el error del juez consistió en considerar 
que una copia fotostática y mutilada pueda crear convicción, por lo tanto, debió 
solicitar de oficio a los demandados que acompañen el original SOAT RIMAC 
Seguros. De la misma forma, sostiene que las instrumentales de las cartas 
originales membretadas y firmadas por el Gerente de SICREA S.A.C. han sido 
admitidas y no tachadas, que el Informe de SOAT RIMAC ha sido presentado en 
copia fotostática, mutilada con fecha anterior a los tratamientos médicos y 
odontológicos presentados al juzgado, lo cual desvirtúa por completo lo 
consignado en la sentencia. Finalmente, precisa que el daño a la persona está 
comprobado habiéndolo sufrido por lo menos un año y que también se incurre en 
error de hecho al establecer una suma ínfima por daño moral y al atribuirle un 
diez por ciento de culpa. 6. Sentencia de Vista Elevados los autos en virtud del 
recurso de apelación interpuesto, la Sala Superior mediante resolución de fecha 
nueve de marzo de dos mil dieciséis, obrante a fojas seiscientos noventa y siete, 
los Jueces de la Sala Superior confirman la sentencia apelada ordenando que los 
codemandados paguen solidariamente a favor del demandante la suma de S/. 
65,494.80 (sesenta y cinco mil cuatrocientos noventa y cuatro soles con ochenta 
céntimos) por concepto de indemnización por daños y perjuicios causados al 
demandante, más los respectivos intereses legales generados a partir de la fecha 
de producción del daño, así como el pago de las costas y costos del proceso; 
debiendo descontarse el monto de S/. 30,000.00 (treinta mil soles) determinado 
en el proceso penal seguido ante el Cuarto Juzgado Penal de Lima según 
Expediente N° 12326-2008 como reparación civil en caso de que el actor haya 
hecho efectivo el cobro de dicho monto. Los Jueces de la Sala Superior 
concluyen que, del estudio de autos se advierte que las emplazadas han 
reconocido que el daño producido consiste en el atropello que sufrió el actor, por 
el vehículo de propiedad de la codemandada Inversiones Rabla Sociedad 
Anónima Cerrada el cual era conducido por María Paz Martínez Veliz quien se 
encontraba en estado de ebriedad, por lo cual fue condenada por el Juez del 
Cuarto Juzgado Penal de Lima a cuatro años de pena privativa de libertad por 
homicidio culposo y lesiones graves al haberse determinado su responsabilidad 
en los hechos acontecidos el día cinco de marzo de dos mil ocho, a las 02:30 
horas aproximadamente a la altura de la cuadra cuarenta y cuatro de la Avenida 
Javier Prado Oeste Monterrico Sur. En ese sentido, el daño alegado por el actor 
ha sido producido por un vehículo automotor que tiene la condición de bien 
riesgoso siendo el factor atributivo de responsabilidad objetiva, el riesgo. De ello, 
se concluye que se encuentran acreditados dichos elementos de la 
responsabilidad debiendo tenerse presente a efectos de determinar si 
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corresponde a la parte emplazada asumir el pago que reclama el actor, lo 
dispuesto en el artículo 1973 del Código Civil el cual señala que si la imprudencia 
sólo hubiere concurrido en la producción del daño la indemnización será reducida 
por el juez según las circunstancias. Siendo ello así, y estando a las conclusiones 
del Informe Técnico N° 135-2008-DEPIAT/UIAT-G-4E, obrante en el proceso 
penal N° 12326- 2008 seguido ante el Cuarto Juzgado Penal de Lima, el suceso 
se produjo por efectos de la imprudencia, negligencia e impericia de los 
conductores y peatones participantes en el accidente además de factores 
contributivos sin los cuales no se hubiera podido producir el accidente. Sin 
embargo, también sostienen que pese a que, el actor también tiene un grado de 
culpabilidad en el hecho debido a su conducta, ella resulta mínima en 
comparación a la conducta de la codemandada María Paz Martínez Veliz, la cual 
fue el factor predominante para la producción de los hechos coincidiendo esta 
Sala Superior con lo discernido en la sentencia apelada sobre el grado de culpa 
del demandante y de la demandada. En cuanto a los medios probatorios que 
alega el actor en el recurso de apelación en los que supuestamente se 
sustentaría el monto reclamado por concepto de daños (emergente, lucro 
cesante, daño moral y otros) que deben resarcir las demandadas los cuales obran 
de fojas siete a fojas dieciocho, la Sala Superior comparte el criterio asumido por 
el juzgador, más aún, si en autos no se advierte que el actor haya demostrado 
que los gastos que ha asumido no se encuentran cubiertos por el seguro SOAT 
RIMAC SEGUROS resultando por ende el monto establecido en la sentencia por 
daño emergente acorde a lo actuado. Del mismo modo, en lo atinente al monto 
fijado por lucro cesante, los Jueces de la Sala Superior, coinciden con el criterio 
asumido por el Juez, el cual se sustentó en la pericia corriente de fojas 
trescientos treinta y ocho a trescientos cincuenta y cuatro, toda vez que ha tenido 
en cuenta el periodo de un año que es el lapso en el que el actor no pudo laborar 
por sus limitaciones físicas monto que los demandados deben pagar por el daño 
ocasionado, correspondiendo añadir en cuanto a la pericia obrante a fojas 
diecinueve a treinta y cuatro, que la misma no contribuye a demostrar el monto 
solicitado por el actor al sustentarse en hechos futuros y/o expectativas de éste y 
no en un hecho cierto u objetivo apreciándose en el Dictamen Pericial de parte de 
fojas sesenta a sesenta y uno, que el Medico Traumatólogo tratante concluye que 
las lesiones sufridas por Juan Carlos Osores Infante lo incapacitaron totalmente 
requiriendo tratamiento médico, odontológico y controles por seis meses y un año 
respectivamente para su recuperación, lapso en el cual el demandante estará 
limitado de desarrollar actividades físicas y profesionales, daños que según lo 
expuesto en la carta de fecha tres de abril de dos mil ocho, obrante a fojas ciento 
ochenta y seis han sido cubiertos por el SOAT que asegura al vehículo con el que 
se produjeron los daños al actor. Asimismo, respecto al daño moral consideran 
que acorde a lo dispuesto por el artículo 1984 del Código Sustantivo las lesiones 
provocadas al demandante a consecuencia del atropello ocurrido el día cinco de 
marzo de dos mil ocho, causado por María Paz Martínez Veliz le ocasionaron 
evidentemente un sufrimiento que debe ser indemnizado el cual a criterio de esta 
Sala Civil Superior resulta acorde al establecido por el Juez de la causa. En 
relación a los recursos de apelación interpuestos por los codemandados señalan 
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que ha quedado establecido su responsabilidad, por ende, la indemnización que 
corresponde a criterio de la Sala Superior es la que se ha determinado en la 
sentencia siendo el factor predominante en la producción de los hechos sin duda 
alguna la actuación de la codemandada María Paz Martínez Veliz lo que conlleva 
a que como ya se ha dicho la reducción se cuantifique en el grado que el Juez 
indica en la sentencia respecto al monto establecido por concepto de daño moral 
respondiendo dicha suma o su sustento a lo establecido por el artículo 1984 del 
Código Civil, esto es que el monto señalado en la sentencia ha sido fijado en 
atención a la magnitud del hecho y al menoscabo que el actor ha tenido por el 
daño sufrido, lo cual implica sufrimiento, angustia e incertidumbre en el aspecto 
subjetivo, por lo que el argumento de las apelantes deben ser desestimados en 
dicho extremo. En torno a la reparación civil debe acotarse que ésta se determina 
sólo en un proceso penal y es de carácter accesoria en la sentencia condenatoria 
conforme lo señala el artículo 92 del Código Penal, que preceptúa que la 
reparación civil se determina conjuntamente con la pena, que en estricto no 
guarda similitud con la indemnización (reparación por daños y perjuicios) la cual 
debe ser requerida a pedido de parte en la vía civil debiendo indicarse en este 
punto que la indemnización en la vía civil es ejercida cuando en la vía penal no ha 
sido debidamente satisfecha, ya que ésta busca sólo sancionar al infractor lo que 
no ocurre en sede civil en la que se busca determinar quién debe asumir el daño 
causado, además de efectuarse un estudio que se centra en elementos distintos 
a los de la responsabilidad penal habiendo precisado al respecto la Sala Civil 
Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación N° 
3824-2013-ICA de fecha doce de noviembre de dos mil catorce, en un caso 
similar que el proceso penal sólo busca sancionar al infractor de la ley penal por 
la comisión de un hecho que la sociedad y la ley consideran repudiable y 
reprimible, siendo necesario emitir un pronunciamiento de fondo sobre la 
pretensión de indemnización de daños y perjuicios invocada, motivos por los 
cuales los cuestionamientos de las recurrentes en el sentido que el demandante 
ya tiene una reparación fijada y pretende obtener una nueva deben ser 
desestimados. Finalmente, la Sala Superior al advertir que el Juez del Cuarto 
Juzgado Penal de Lima por sentencia de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
nueve, obrante de fojas cuatrocientos ochenta y ocho a cuatrocientos noventa y 
siete, ha fijado la suma de S./ 30,000.00 (treinta mil soles) como reparación a 
favor del agraviado monto que al ser impugnado por las partes procesales ha sido 
confirmado por la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel conforme 
es de verse de fojas quinientos veintisiete a quinientos treinta y uno, es decir 
existe un monto en dinero establecido a favor del actor, dispone que el mismo 
debe ser tomado en cuenta por el juzgador de este proceso en ejecución de 
sentencia a efectos que sea descontado en el caso que el actor haya efectuado 
su cobro a fin de evitar pagos indebidos.  
III. RECURSO DE CASACIÓN  
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Mediante resolución de fecha cuatro de noviembre de dos mil dieciséis, esta Sala 
Suprema declaró procedente el recurso de casación interpuesto por la 
codemandada Inversiones Rabla Sociedad Anónima Cerrada por las siguientes 
infracciones: i) Infracción normativa del artículo 1985 del Código Civil: Señala que 
se ha ordenado que su empresa cumpla con otorgar una indemnización al 
demandante, sin haberse efectuado un análisis concreto de la normativa civil que 
ha indicado y que desvirtúa lo alegado por el actor. Indica que la Sala Superior ha 
sentenciado bajo los mismos argumentos utilizados por el juez, sin hacer un 
mayor análisis del caso. Refiere que la sentencia no ha indicado absolutamente 
nada claro y expreso en el sentido que ya hay una reparación concedida y 
discutida en sede penal. Si bien dicha reparación ha sido concedida en un 
proceso de distinta naturaleza, lo cierto es que se trata de una prestación 
accesoria que tiene naturaleza civil y que, como tal, ha sido determinada como 
reparación civil. Por este efecto, es que la parte demandante accede a una doble 
reparación, siendo este hecho no considerado por el magistrado. El demandante, 
ha aceptado que se discuta el monto de reparación en el proceso penal, y lejos 
de desistirse de ser parte civil, ha procedido a apelar el monto otorgado en 
sentencia, con lo cual, mediante la interposición de la presente demanda, 
básicamente se pretende una segunda indemnización por el mismo accidente. 
Sostiene que conforme al artículo 93 del Código Penal, ha quedado acreditado 
que la reparación civil si incluye el tema indemnizatorio que a la fecha viene 
reclamando el demandante en la vía civil. ii) Infracción normativa de los artículos 
1972 y 1973 del Código Civil: Refiere que, es claro que el demandante también 
ha incurrido en responsabilidad y es factor contribuyente decisivo en la 
producción del siniestro. Al respecto, ya la imputada María Paz Martínez ha 
reconocido haber sido participe del evento dañoso, no negando haber sido una de 
las causantes de lo sucedido, y también ha aceptado la sanción penal que se le 
ha impuesto, así como las reparaciones otorgadas, en vía de transacción, y la ya 
referida, en el proceso penal, no teniendo nada que reclamar en estos extremos.”  
IV. FUNDAMENTOS DE ESTA SALA SUPREMA CORTE SUPREMA DE
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA SALA CIVIL PERMANENTE CASACIÓN Nº
2092 - 2016
Primero. - El artículo 1985 del Código Civil que regula el contenido de la 
indemnización y establece que “el daño comprende las consecuencias que 
deriven de la acción u omisión generadora del daño, incluyendo el lucro cesante, 
el daño a la persona y el daño moral, debiendo existir una relación de causalidad 
adecuada entre el hecho y el daño producido. El monto de la indemnización 
devenga intereses legales desde la fecha en que se produjo el daño”. Al respecto, 
el recurrente denuncia la infracción normativa del mencionado artículo, bajo el 
argumento que se ordenó otorgue una indemnización, sin un análisis claro y 
concreto de la normativa civil. Y, además, sin indicar nada claro y expreso 
respecto a la reparación concedida en sede penal, por lo que, el demandante 
estaría accediendo a una doble indemnización: una en la vía penal y otra en la vía 
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civil, más aún, si el artículo 93 del Código Penal establece que la reparación civil 
otorgada en sede penal, si incluye el tema indemnizatorio que viene reclamando 
el demandante. Sin embargo, para los jueces de mérito la reparación civil en la 
vía penal no es lo mismo que la indemnización en la vía civil, habiendo motivado 
suficientemente este extremo, motivación transcrita en la parte pertinente de la 
sentencia de vista (fojas diecinueve de esta sentencia). Segundo.- Sobre el 
particular, debe precisarse que el artículo 1985 del Código Civil delimita los 
conceptos indemnizables que surgen como consecuencia de la producción de un 
daño. Desde esa perspectiva, es claro que la indemnización comprende los 
daños patrimoniales y extra patrimoniales. Sin embargo, si bien en la vía penal, 
se puede otorgar una indemnización como consecuencia de un daño causado por 
un ilícito penal, debe considerarse la naturaleza distinta de estas dos vías. En ese 
sentido, esta Corte Suprema, ha establecido que “en el proceso penal (…) se 
busca la sanción al infractor de la ley penal ante la comisión de un hecho que la 
sociedad y la ley consideran repudiable y reprimible, mientras que en el proceso 
civil la responsabilidad responde a una lógica distinta, pues se busca determinar 
quién debe asumir el daño ocasionado producto de determinada situación 
jurídica” (Casación Nº 1221 - 2010 - Amazonas), criterio reiterado en la Casación 
Nº 3824- 2013-ICA. Téngase presente además que este tema no se incluyó 
explícitamente como punto controvertido por el Juez de la causa, ni las partes 
solicitaron su inclusión. Tercero.- Esta presente, por tanto, la posibilidad de 
discutir la indemnización en la vía civil, situación que cobra mayor relevancia 
cuando se observa que un determinado proceso penal no se analizó toda la gama 
de daños que precisa el referido artículo 1985 del Código Civil. En ese contexto, 
en el presente caso, se tiene que en la vía penal se ha otorgado una 
indemnización de S/. 30,000 (treinta mil soles) al demandante mediante sentencia 
de fecha once de abril de dos mil doce, expedida en el Expediente Nº 12326-08-
0. Sin embargo, de dicha resolución no se advierte un análisis de toda la variedad
de daños susceptibles de ser indemnizados como son: daño moral, daño a la
persona, lucro cesante, daño emergente, que han sido demandados en el
presente proceso; y que, como corresponde fue materia de pronunciamiento. Más
allá de ello, tampoco puede imputarse una doble indemnización, puesto que en el
considerando décimo de la sentencia impugnada y en la parte decisoria, los
jueces de mérito establecieron claramente que, al monto otorgado como
indemnización en este proceso, debe descontarse lo otorgado en la vía penal.
Así, al momento de resolver, la Sala Superior otorgó como indemnización la suma
de S/. 65,494.80 (sesenta y cinco mil cuatrocientos noventa y cuatro punto
ochenta soles), debiendo descontarse los S/. 30,000 (treinta mil soles) otorgados
en la vía penal, sí se acredita su cancelación, razón por la cual no se advierte una
doble indemnización. En consecuencia, la denuncia formulada en este extremo
debe desestimarse. Cuarto.- En cuanto a la denuncia de infracción normativa de
los artículos 1972 y 1973 del Código Civil, bajo el argumento de que el
demandante también contribuyó a la producción del daño y que la imputada ha
aceptado haber sido participe del evento dañoso, y que además no se
consideraron las reparaciones otorgadas en vía de transacción, no teniendo nada
que reclamar el demandante, debe precisarse que las instancias de mérito han
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determinado en base a la calificación de los hechos y a los medios probatorios 
actuados que el demandante tiene responsabilidad en los hechos ocurridos, sin 
embargo, la conducta de la codemandada María Paz Martínez Veliz, fue el factor 
predominante para la ocurrencia de los hechos, conforme lo precisa la Sala 
Superior en su resolución, en los considerandos quinto y sexto. Ello, sin perjuicio 
de precisar que, bajo una causal de infracción normativa material, no puede 
reevaluarse los medios probatorios en sede casatoria, motivos por los cuales 
debe desestimarse también, el recurso en este extremo.  
V. DECISIÓN
De conformidad con el artículo 397 del Código Procesal Civil y 12 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial: Declararon INFUNDADO el 
recurso de casación interpuesto a fojas setecientos veinte tres, en consecuencia 
NO CASARON la sentencia de vista contenida en la resolución número cinco, de 
fecha nueve de marzo de dos mil dieciséis, expedida por la Primera Sala Civil de 
la Corte Superior de Justicia de Lima DISPUSIERON la publicación de la 
presente resolución en el Diario Oficial “El Peruano” bajo responsabilidad; en los 
seguidos por Juan Carlos Augusto Osores Infante contra María Paz Martínez 
Veliz y otro, sobre indemnización por daños y perjuicios; y los devolvieron. 
Interviniendo como ponente el señor Juez Supremo Távara Córdova.  
SS. TÁVARA CÓRDOVA 
TELLO GILARDI 
DEL CARPIO RODRÍGUEZ 
CALDERÓN PUERTAS 
 SÁNCHEZ MELGAREJO. 
